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1 Presentación

Este documento contiene el informe final de evaluación de medio término del proyecto de Fortalecimiento Institucional de la Defensoría de la Mujer Indígena, Fase II. La evaluación fue realizada por un equipo de GSD Consultores Asociados, durante los meses de marzo a junio de 2006.

El trabajo de evaluación se desarrolló en una secuencia de los cuatro momentos siguientes: i)  Construcción del Marco de Referencia a través de la revisión y sistematización de los antecedentes de la DEMI en el marco de su  institucionalidad en el cumplimiento de los Acuerdos de paz y de los Derechos de las Mujeres; los derechos humanos de las mujeres indígenas; el mandato legal y prioridades estratégicas de la institución y la identificación de de un mapa de actores que se relacionan con los procesos prioritarios para la DEMI; ii) Aproximación a la situación actual del proyecto y sus aportes a la DEMI con base en el relevamiento de la información relacionada con la ejecución; iii) Reflexión y Autoevaluacion a través de ejercicios con el personal de la DEMI para analizar los alcances y contribuciones del proyecto de acuerdo a los objetivos del mismo; y finalmente, iv) Discusión y elaboración del Informe Final que se presenta en este documento.

Durante la evaluación se consultó a la totalidad del personal del proyecto y funcionarias/os involucradas/os de la DEMI en las oficinas centrales en la ciudad de Guatemala y en las oficinas regionales ubicadas en seis departamentos del país; a los responsables del seguimiento al proyecto en el Programa Nacional de Naciones Unidas para el Desarrollo PNUD y en la Embajada de Suecia en Guatemala. Asimismo a funcionarias/os de instituciones de gobierno, expertos/as en temas relacionados con los derechos de las mujeres indígenas y representantes de organizaciones de la sociedad civil con los que se relaciona la DEMI.

Los resultados de la evaluación permitieron identificar diferentes aportes del proyecto al fortalecimiento de la DEMI, notablemente en el funcionamiento de las oficinas regionales, la producción de modelos de atención, la organización para la incidencia política, el desarrollo de sistemas para la gestión de información, la planificación, el monitoreo y la evaluación.

Con base en los resultados alcanzados se sugieren un conjunto de intervenciones específicas para la etapa final del proyecto y se plantean puntos de agenda en materia de cooperación con la DEMI que pueden ser profundizados por la DEMI, el PNUD y la Embajada de Suecia en Guatemala.

El equipo de evaluación deja constancia de su agradecimiento a todas las personas que colaboraron poniendo a disposición información sobre la ejecución del proyecto.

2 Marco de referencia de la ejecución del proyecto
Para garantizar la pertinencia de la evaluación, el relevamiento de la información se fundamentó en los elementos conceptuales que se describen a continuación, así como la revisión del marco legal interno e internacional sobre derechos humanos que se anexa a este informe.

La población indígena en Guatemala:

En Guatemala existen cuatro pueblos: Maya, Xinca, Garifuna y Ladino. Según el Censo de 2002, la pertenencia étnica de la población guatemalteca, se presenta de la siguiente forma:

	Pertenencia 

Étnica
	No.
	%

	Maya
	4,411,964
	39.6

	Xinka
	16,214
	0.14

	Garifuna
	5,040
	0.04

	Ladino
	6,750,170
	60.00

	Otro
	53,808
	0.48

	TOTAL
	11,237,196
	100%


FUENTE: Guatemala, Instituto Nacional de Estadística. Censos 2002:  XI de Población y VI de Habitación. Guatemala, Julio 2003.

La población maya a su vez se distribuye en 21 grupos, cada uno de los cuales tiene un idioma diferente, se distribuyen en diferentes regiones del país, constituyendo las áreas lingüísticas. Los grupos mayoritarios, según el Censo de 2002, son: K’iche’ (28.81%); Q’eqchi’ (19.31%); y, Kaqchikel (18.88%)

La población maya, en su mayoría está excluida de las oportunidades para integrarse y participar activamente en los procesos de desarrollo del país y de gozar de una mejor calidad de vida. Según información de la SEGEPLAN, “…casi las tres cuartas partes (73.8%) de la población indígena es pobre en comparación de un 40.6% de la no indígena./…/ En relación con la pobreza extrema, alrededor de un 40% de la población rural se encuentra en esta situación en comparación con cerca de 7% del área urbana. Asimismo, la población indígena presenta más del doble de extrema pobreza (entre 38.9 y 40.3%) que la no indígena (entre 15.3 y 16%)…

Según el Informe Nacional de Desarrollo Humano (2005), los grupos étnico-lingüisticos con Índice de Desarrollo Humano más bajo son: Ch’orti’; Ixil; Akateko; Tektiteko; Poqomchi’; Chuj; y, Mam. Así mismo, los grupos con mayor Índice de Desarrollo Humano son: Sakapulteko, Ladino y Garífuna.

Las mujeres indígenas son las más afectadas por esta situación. Además de ser pobres, sufren discriminación étnica por ser indígenas y discriminación de género por ser mujeres. Así lo evidencian indicadores como la razón de mortalidad materna, donde la mayoría de mujeres que mueren por causas relacionadas con el embarazo y parto son indígenas; la tasa de analfabetismo que es mayor entre las mujeres indígenas; los salarios de las mujeres, aún con trabajos de igual responsabilidad, son más bajos que los de los hombres, entre otros aspectos que pueden mencionarse.

Los Acuerdos de Paz 

En 1996, Guatemala firma los Acuerdos de Paz Firme y Duradera. Los Acuerdos de Paz, se convierten en un compromiso nacional y son asumidos como prioridad en la agenda de desarrollo del país. En este sentido, orientan los esfuerzos de organizaciones nacionales e internacionales, por mejorar las condiciones y la calidad de vida de los guatemaltecos y guatemaltecas. 
Un importante logro es el reconocimiento que hace el Acuerdo sobre Identidad y Derechos Indígenas, con respecto a que Guatemala es un Estado multicultural, pluriétnico y multilingüe con la existencia de tres pueblos indígenas: Maya, Xinca y Garífuna.

Lo anterior significó para la población indígena contar con un “…clima favorable para el fortalecimiento organizativo y la oportunidad de institucionalizar su representación en los niveles local, regional y nacional y asegurar su libre participación en el proceso de toma de decisiones en los distintos ámbitos de la vida nacional…”

Además, el Acuerdo sobre Identidad y Derechos de los Pueblos Indígenas en el contexto de la lucha contra la discriminación, reconoce “…la particular vulnerabilidad e indefensión de la mujer indígena frente a la doble discriminación como mujer y como indígena, con el agravante de una situación social de particular pobreza y explotación.” 
En este contexto el gobierno se compromete a: a)Promover una legislación que tipifique el acoso sexual como delito y considere como un agravante en la definición de la sanción de los delitos sexuales el que haya sido cometido contra una mujer indígena; b) Crear una Defensoría de la Mujer Indígena, con su participación, que incluya servicios de asesoría jurídica y servicio social; y, c) Promover la divulgación y fiel cumplimiento de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer.

En seguimiento a lo anterior, también se asume el compromiso de reconocer y trabajar en los siguientes instrumentos jurídicos: a) La Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial; b) El Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989; y,  promover el Proyecto de declaración sobre los derechos de los pueblos indígenas. (ver anexos)

Aún con estos compromisos, el informe final de MINUGUA
  explica que “…a pesar de los avances realizados en el terreno político, aún no se habían puesto en marcha reformas esenciales previstas en los acuerdos de paz de 1996. Así mismo resaltó la persistencia  de graves problemas de racismo y de la enorme desigualdad social y advirtió de que, si no se remediaban, estos problemas podrían desembocar en un conflicto social, en el estancamiento del desarrollo económico y en el deterioro del gobierno democrático”.
Indígenas y mujeres en el estado guatemalteco

Se reconoce que hay varias formas de conexión participativa entre el ciudadano y el Estado. “A diferencia de los derechos políticos que se ejercen frente al Estado, hay otras modalidades de participación –el nombramiento- en que la función se realiza al interior del Estado”

Según el informe de Desarrollo Humano, la presencia maya ha venido creciendo dentro del Estado Guatemalteco, lo que es un hecho importante por la potencialidad que adquiere este grupo étnico para cambiar la dirección de las políticas públicas. En este sentido,  se reconoce como un avance el funcionamiento de la Coordinadora Interinstitucional Indígena del Estado (CIIE), a través de la cual puede esperarse que: “…los funcionarios indígenas que ocupan esos espacios de decisión emprendan los esfuerzos para que las políticas públicas, reconociendo los derechos de los pueblos indígenas, se hagan realidad.”

La mayor presencia de indígenas dentro de las estructuras de toma de decisiones en el Estado, debe viabilizar la comprensión y práctica del Estado pluriétnico y multilingüe que plantean los Acuerdos de Paz. Un Estado que genera oportunidades para todos sus ciudadanos y ciudadanas, respetando las diferencias  y evitando que las diferencias se conviertan en objeto de discriminación o inequidad.

Así mismo, las mujeres han sido invisibilizadas históricamente por las estructuras del Estado, especialmente las mujeres indígenas, reproduciendo el sistema de valores y los comportamientos de una sociedad patriarcal que mantiene rezagado el cumplimiento de los derechos humanos de las mujeres y el ejercicio pleno de su ciudadanía.  

La Plataforma de Acción Mundial (Beijing, 95) plantea que la participación política deberá verse como un mecanismo para ganar control de las situaciones que afectan a las mujeres y también como una demanda de voluntad política a los gobiernos para lograr los objetivos de igualdad, desarrollo y paz.

La participación política de las mujeres que debe ejercerse desde la planificación y definición de políticas, se ha fortalecido al garantizar la incorporación de representantes de organizaciones de mujeres en el Sistema Nacional de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural.

Así mismo, la revisión de la Política Nacional de Promoción y Desarrollo Integral de las Mujeres Plan de Equidad y de Oportunidades, se convierte en un espacio dentro las estructuras del Estado Guatemalteco para la participación y demandas de la atención a los derechos y necesidades de las mujeres.

A pesar de la existencia de organizaciones como la Secretaría Presidencial de la Mujer y de la Defensoría de la Mujer Indígena, la agenda de las mujeres aún no es prioridad para el Estado; tampoco se percibe como una prioridad la defensa y cumplimiento de los derechos humanos de la mujeres y especialmente de las mujeres indígenas.

Género e interculturalidad

Se considera que hay pertinencia de género, cuando una organización, programa o proyecto considera tres elementos: a) la definición de acciones basadas en un análisis de la situación y condición de las mujeres vinculadas como usuarias directas e indirectas; b) los resultados relativos a cambiar la situación y condición de estas mujeres; y c) la participación equitativa de las mujeres en la ejecución del proyecto.

Realizar un análisis de la situación y condición de las mujeres requiere establecer un marco teórico o una política respecto a género. Los términos de situación y condición  de las mujeres están entendidos en función de los papeles sociales atribuidos a las mujeres en relación con los hombres y las diferencias que esto produce.

La situación de las mujeres se refiere a la forma que satisfacen de sus necesidades prácticas o tácticas. Por ejemplo: acceso a servicios, necesidades diferenciadas en cuanto a atención en salud, acceso a conocimientos y fuentes de trabajo. La condición de las mujeres es relativa a las necesidades estratégicas. Estas necesidades tienen que ver, entre otras, con la subordinación y la discriminación, con la ocupación de espacios privativos de hombres para la toma de decisiones, distribución y toma de decisiones en las responsabilidades familiares, en el acceso control del patrimonio, a la igualdad ante la ley.

Se deduce de lo anterior que la satisfacción de las necesidades prácticas no necesariamente coadyuva a la satisfacción de las necesidades estratégicas. Esto último requiere que dichas necesidades se incorporen concientemente en el ámbito de trabajo de la organización, programa o proyecto.

La condición de la mujer tiene que ver con su empoderamiento, con su papel en la participación (entendida como participación en la toma de decisiones y acceso a los recursos). Una iniciativa con enfoque de género debe considerar ambas dimensiones, cuidando que la atención a las necesidades prácticas coadyuve en el cambio de la condición de las mujeres o al menos no constituya un factor que profundice la brecha de la condición.

La interculturalidad hace referencia a un “Planteamiento consistente en la promoción sistemática y gradual, desde el Estado y desde la sociedad civil, de espacios y procesos de interacción positiva que vayan abriendo y generalizando relaciones de confianza, reconocimiento mutuo, comunicación efectiva, diálogo y debate, aprendizaje e intercambio, regulación pacífica del conflicto, cooperación y convivencia”. Esto sobre la base de los siguientes principios: 1) Ciudadanía, que implica el reconocimiento pleno y búsqueda de igualdad real y efectiva de derechos, responsabilidades y oportunidades, así como acciones institucionales contra el racismo y la discriminación, 2) Derecho a la diferencia, que conlleva el respeto a la identidad y derechos de cada uno de los pueblos, grupos étnicos y expresiones socioculturales de Guatemala; y 3) Unidad en la diversidad, concretado en la unidad nacional, no impuesta sino construida por todos y asumida voluntariamente (Giménez, 2000 a, 26-27).

La aplicación del enfoque intercultural en políticas, programas y proyectos implica, en primer lugar, y en el plano más general, tener en cuenta e incorporar debidamente los tres principios de la interculturalidad (igualdad y no-discriminación, respeto y derecho a la diferencia e interacción positiva); en segundo lugar, y en un plano más concreto, implica asegurar que las acciones de que se trate se ajustan a los requisitos de inclusión, finalidad intercultural, de equidad y de participación activa.
En el caso de las mujeres indígenas es necesario que se atiendan elementos relacionados con su situación y con su condición. La satisfacción de sus necesidades prácticas, establecerá un ambiente favorable para la atención, reflexión y búsqueda de alternativas para solucionar necesidades más estratégicas, que harán posible su empoderamiento y participación activa en los procesos de desarrollo. Así mismo, la atención de la situación y condición de las mujeres indígenas, se debe dar en un ambiente de interculturalidad, donde las diferencias entre culturas sean respetadas y reconocidas como un derecho de las mujeres. 
Fortalecimiento Institucional

Fortalecimiento institucional puede definirse como un proceso por el cual los individuos, las organizaciones y los sistemas sociales aumentan sus capacidades y su rendimiento en relación con los objetivos, los recursos financieros y humanos, el entorno en general y los resultados que esperan conseguir
. Este concepto significa que: 

· El fortalecimiento institucional es un proceso que se realiza con la participación directa de las personas y de las organizaciones involucradas.
· Es necesario tener presente la idea de proceso, que lleva a considerar la dimensión temporal del desarrollo institucional: se necesita tiempo. 

· El fortalecimiento institucional es multidimensional, por lo que las intervenciones deberán centrarse en varios niveles o planos: de los individuos, de las organizaciones, del sector y de las instituciones. Es posible que para tener impacto, las estrategias de fortalecimiento institucional deben abordar simultáneamente los diferentes niveles. 

· El fortalecimiento institucional trata de obtener un verdadero impacto. Por lo que debe poder medir su repercusión. Los programas de fortalecimiento institucional deberían integrar sistemas de medición y verificación a partir de indicadores que permitan un seguimiento del proceso en todas sus etapas. 

· Es indispensable, atender la importancia del entorno, como un factor que condiciona (en positivo y negativo) las posibilidades de refuerzo institucional, y también como el elemento que se aspira a transformar. 

· No existe además una única forma de realizar un fortalecimiento institucional. Las distintas aproximaciones al fortalecimiento institucional recurren a un conjunto de estrategias, enfoques, actividades y recursos orientados tanto al cambio de mentalidad, como al desarrollo de ciertas capacidades técnicas a la transmisión de conocimientos y destrezas.
Por último es necesario considerar que el fortalecimiento institucional debe contar con el compromiso político de directivos y directivas de la organización. Este compromiso político es indispensable para la consolidación del proceso y alcanzar los resultados esperados.
3 Antecedentes, objetivos y metodología de la evaluación

3.1 Antecedentes

La Defensoría de la Mujer Indígena (DEMI), fue establecida el 19 de junio de 1999, como entidad del gobierno adscrita a la Comisión Presidencial de Derechos Humanos (COPREDEH), según Acuerdo Gubernativo 25-99, en respuesta a la propuesta  presentada por la Comisión Nacional Permanente de los Derechos de la Mujer Indígena (CNP-DMI) en diciembre de 1997.

La creación de la DEMI, atendió el compromiso expresado en el Acuerdo sobre Identidad y Derechos de los Pueblos Indígenas a través del cual el Gobierno de la República reconoció la particular vulnerabilidad e indefensión de las mujeres indígenas frente a tres dimensiones de discriminación asociadas con ser mujer, ser pobre y ser indígena. Derivado de ello, el gobierno se comprometió a crear una instancia institucional de asesoría jurídica y servicio social específica para las mujeres indígenas, producto de lo cual, en el mes de noviembre de 1999, luego de ser electa por la Junta Coordinadora, asumió el cargo la primera Defensora de la Mujer Indígena. Para este momento el único referente de la DEMI era su mandato legal y el nombramiento de la Defensora y, por lo tanto, era evidente la necesidad de contar con apoyo para encarar el desafío de estructurar una organización que diera cumplimiento al mandato legal.
Entre los meses de junio de 2000 y enero de 2003, en la DEMI se ejecutó el “Proyecto de Desarrollo Institucional de la Defensoría de la Mujer Indígena –FIDMI-”,  con el apoyo financiero de la Embajada de Suecia y el apoyo técnico y administrativo del PNUD. Este proyecto estuvo orientado a: Contribuir al cumplimiento de los compromisos relativos a las mujeres indígenas en los Acuerdos de Paz y los compromisos internacionales sobre la Eliminación de Toda Forma de Discriminación Contra las Mujeres, mediante el apoyo al establecimiento y desarrollo institucional de la DEMI, entidad creada con el propósito de atender las particulares situaciones de vulnerabilidad, indefensión y discriminación de la mujer indígena.
El aporte del proyecto fue a través de: establecer la Defensoría de la Mujer Indígena; dotar de personal a la DEMI; desarrollo institucional de la DEMI; divulgación del trabajo de la DEMI y los derechos de la mujer indígena; desarrollo del trabajo programático de la DEMI; relaciones efectivas de cooperación y coordinación a nivel local, nacional e internacional.

Como parte de los contenidos del proyecto, en  el mes de junio de 2003 se realizó una evaluación externa del grado en que se alcanzaron los objetivos y resultados del mismo. 

Dicha evaluación indicó que era necesario mantener acciones de fortalecimiento en algunas áreas estratégicas con el propósito de elevar la efectividad de la institución en la defensa y promoción de los derechos de las mujeres indígenas. Para ello la evaluación recomendó intervenir en los siguientes ámbitos:

i. Procesos estratégicos para la defensa y promoción de los derechos de las mujeres indígenas, tales como la autonomía institucional, propuestas de políticas y leyes, y  la promoción para la creación de albergues temporales.

ii. La coordinación con organizaciones y autoridades locales y nacionales

iii. La descentralización de la estructura para una mejor cobertura territorial y una mayor pertinencia cultural en la prestación de los servicios.

iv. Fortalecimiento de la estructura organizacional de la DEMI.

v. Fortalecimiento de la comunicación interna de la institución.

vi. La sensibilización, la divulgación y la promoción de los derechos.

vii. La capacidad técnica del personal de la DEMI.

A estas recomendaciones le siguió el diseñó de una segunda fase del proyecto con una duración prevista de tres años denominada "Fortalecimiento Institucional de la Defensoría de la Mujer Indígena Fase II”. Los objetivos y resultados de la segunda fase son los siguientes: 
i) Consolidación de la Defensoría de la Mujer Indígena en aspectos técnicos, administrativos e institucionales. Los resultados esperados son:

· La capacidad de incidencia de la DEMI en políticas públicas y propuestas de ley, fortalecida.

· Las 6 oficinas regionales funcionando regularmente con servicios de atención jurídica y de calidad para las usuarias de la DEMI.

· Las 6 oficinas regionales funcionando regularmente con servicios atención psicosocial de calidad para las usuarias de la DEMI.

· Fortalecidas las estructuras institucionales de la DEMI para su eficaz funcionamiento.

· El proceso interno de fortalecimiento y descentralización administrativa de la DEMI avanzado y un manejo eficaz de la ejecución del proyecto
ii) Fortalecimiento de la comunicación interna y con  audiencias primarias y población meta de la Defensoría de la mujer indígena. Los resultados esperados fueron los siguientes:
· Sistema de información y comunicación interna de la DEMI fortalecido a través de la instalación de una red computarizada.

· Un plan coordinado de sensibilización para la prevención de la violencia hacia las mujeres indígenas elaborado y funcionando.

· Alianzas estratégicas de apoyo político y técnico del movimiento social e instancias gubernamentales hacia la DEMI, fortalecidas.

· Un programa de difusión radiofónica de la DEMI y de los derechos humanos de las mujeres indígenas, diseñado e implementado.
Entre 2004 y 2005, se realizó un proceso de revisión sustantiva –el cuál se describe con detalle en los capítulos posteriores-, que llevó a la reformulación de los resultados previstos en el documento original del proyecto FIDMI II. 
El proyecto se está desarrollando bajo la modalidad de ejecución nacional, lo que significa que las instituciones nacionales asumen la responsabilidad por los objetivos del proyecto, el logro de sus resultados y el uso de los recursos.
3.2 Objetivos de la evaluación

Generales

· Realizar un análisis y valoración externa sobre la calidad y la contribución del proyecto para el fortalecimiento institucional de la Defensoría de la Mujer Indígena en los niveles de proyección institucional, programático, organizativo y funcionamiento interno.  

· Con base en lo anterior, determinar las acciones más pertinentes en búsqueda de una mayor eficacia y eficiencia de la ejecución del proyecto.

Específicos

· Analizar el grado de alcance de los objetivos y resultados esperados reflejados en el documento de proyecto.

· Identificar, describir y analizar los aportes  del PNUD a la DEMI y sus limitaciones en términos de acompañamiento y supervisión del proyecto, enfocándose en los aspectos técnicos y administrativos y de facilitación de diálogo político tanto a nivel nacional como internacional.

· Identificar, describir y analizar los factores externos e internos a la DEMI que están incidiendo positiva y negativamente en el proceso de fortalecimiento institucional, tomando como unidad de análisis las dimensiones antes mencionadas.

· Establecer y valorar las condiciones y capacidades de alianzas e interrelacionamiento entre DEMI, PNUD y ASDI en apoyo al posicionamiento político y fortalecimiento institucional de la DEMI. 

Metodología

La evaluación incluyó aproximaciones cuantitativas basadas en los datos sobre resultados y productos del proyecto y una aproximación cualitativa para describir e interpretar la experiencia de ejecución del proyecto y derivar aprendizajes. Para fines de la evaluación se tomó como referencia los resultados esperados según la revisión sustantiva del proyecto (Noviembre de 2005) y las estrategias definidas en el documento de proyecto original.

La recolección y el análisis de la información y la elaboración de los productos solicitados por los objetivos, combinó el uso de cinco recursos metodológicos principales como se describe a continuación.

Análisis documental: de los documentos de referencia del proyecto. Entre otros: i) Documento de proyecto (PRODOC); ii) Informes de auditorias del año 2004 y 2005; iii) documentos de referencia para las actividades técnicas (modelos de atención, diseño de la unidad de estrategia e incidencia y otros; iv) Plan estratégico; v) Plan Operativo 2005 (POA); vi) Informe de evaluación de la primera fase del proyecto; Reportes de ejecución financiera del sistema ATLAS. La información obtenida fue empleada principalmente para estudiar el sistema de gestión y los niveles de eficiencia y eficacia de la misma.

Validación de hipótesis y escenarios: con base en la información obtenida del análisis de los documentos de referencia del proyecto, se realizó una validación de las hipótesis que fundamentan y orientan la intervención del proyecto. Para ello se formularon escenarios de desempeño, así: óptimo, intermedio o mínimo. Las hipótesis y escenarios fueron contrastados con los hallazgos obtenidos por la recolección de información en el terreno.

Entrevistas a informantes clave internos y externos a la DEMI: se realizó un conjunto de entrevistas a informantes clave para obtener información de calidad relativas principalmente a las siguientes variables definidas por los objetivos de la evaluación: i) con informantes internos: alcance de los objetivos y resultados esperados del proyecto; significado del proyecto en términos de sus resultados y logros; lecciones aprendidas; factores externos que han afectado la ejecución; aportes y limitaciones del PNUD en el apoyo a la DEMI. ii) con informantes externos acerca del rol de la DEMI en la institucionalidad de la paz; alianzas e interrelacionamiento entre DEMI, PNUD y ASDI en apoyo al posicionamiento político y fortalecimiento institucional de la DEMI; efectos previsibles en el entorno institucional y social.
Seminario de auto-evaluación: este recurso fue empleado para recuperar y construir los significados individuales y colectivos del proceso de ejecución del proyecto con la participación de la Defensora, Directora y Administradora del proyecto, Delegadas Regionales de la Defensora, funcionarias de la DEMI y otras integrantes del equipo directivo de la DEMI.

Panel de retroalimentación: desarrollado en una reunión donde el equipo de la consultoría presentará un informe preliminar al equipo de dirección del proyecto. Se obtendrán reacciones y recomendaciones, las cuales serán incorporadas en la versión final del informe de evaluación.
En consecuencia la especificidad de los derechos de las mujeres indígenas fue abordada desde las siguientes variables: i) el funcionamiento de la DEMI; iii) la participación e incidencia de la DEMI en espacios clave de formulación, ejecución y evaluación de políticas y las alianzas con organizaciones en el nivel interno e internacional, relacionadas con mujeres, indígenas y derechos humanos.
4 Reconstrucción de la experiencia de ejecución del proyecto y resultados

4.1 Contexto de intervención del proyecto
La intervención del proyecto FIDMI II tiene lugar en un tiempo político y contexto caracterizados por cambios asociados con un nuevo período de gobierno y con el relevo de la Defensora de la Mujer Indígena.
2004, Cambio de gobierno y políticas: en Guatemala el mes enero de 2004 marca el inicio de un nuevo período de gobierno
 y como consecuencia de este ciclo político, se experimentó una sensible modificación de las políticas, las instituciones, los funcionarios y el gasto público. Los Términos de referencia de la evaluación indican lo siguiente: “El cambio de gobierno, significó cambio en la dirección y visión de las organizaciones públicas”
. Así mismo, “Los meses que siguieron al cambio de gobierno se caracterizaron por la toma de medidas drásticas/…/Un grave déficit en las finanzas estatales forzó al Gobierno a anunciar inicialmente recortes presupuestarios y planes de austeridad.” 
 Al interior de la DEMI, estos cambios se expresaron en un ambiente de tensión por el relevo de autoridades e incertidumbre sobre la estabilidad de los procesos en ejecución. En adición, ese mismo año, como parte de la política de austeridad implementada por el Gobierno de la República las organizaciones del organismo ejecutivo tuvieron un ajuste que redujo en 20% su presupuesto. En la DEMI esta reducción presupuestaria afectó la capacidad y el ritmo de las acciones de la institución.
Cambio de funcionaria a cargo de la DEMI: en el mes de febrero de 2004 la Defensora de la mujer indígena concluyó su período de funciones y el Presidente de la República en cumplimiento de lo indicado en el acuerdo Gubernativo de creación de la DEMI, y con base en una terna presentada por la Junta Coordinadora, nombró a una Defensora para el período 2004 – 2008
. De acuerdo con las funcionarias actuales de la DEMI el cambio no sucedió en un ambiente de transición entre la funcionaria saliente y la nueva Defensora por lo que las autoridades entrantes recibieron poca o ninguna información sobre la situación de los procesos que estaba desarrollando la institución. Tampoco existió un proceso de transición de funciones entre la Directora de la primera fase del proyecto y la actual Directora del FIDMI II. De acuerdo a lo planificado el proyecto debería ejecutarse desde el 1 de noviembre de 2003 pero solo empezó a ejecutarse en el mes de febrero de 2004 con la contratación e instalación en la DEMI la Directora y la Administradora del Proyecto.
 

Además, durante los primeros meses de ejecución, debido al cambio de Defensora y Directora del FIDMI II, junto a otras variables que se describen a continuación, el proyecto se concentró en gestiones administrativas. En este período el personal contratado dedicó gran parte de su esfuerzo en apoyar la realización de un análisis FODA
, un análisis de los proyectos en ejecución y la integración de un Programa Operativo Anual. Posteriormente, el proyecto se concentró en el proceso de revisión sustantiva y la elaboración participativa del POA. 
2005, conflictos sociales y desastres naturales: En el mes de octubre del año 2005 la Tormenta Stan afectó al país causando daños materiales y humanos en diferentes departamentos del país. Como consecuencia el gobierno el gobierno declaro un “estado de calamidad” por lo que los esfuerzos de las instituciones de gobierno se concentraron en el rescate de victimas y en la reconstrucción de los daños ocasionados por la tormenta.
Por otra parte, el informe final de MINUGUA concluye que “…a pesar de los avances realizados en el terreno político, aún no se habían puesto en marcha reformas esenciales previstas en los acuerdos de paz de 1996”. Así mismo, resaltó la persistencia de graves problemas de racismo y de la enorme desigualdad social y advirtió sobre el peligro de conflicto social que representaba no dar solución a dichos problemas y las consecuencias de este conflicto en el estancamiento del desarrollo económico y el deterioro de la legitimidad del gobierno. En el primer trimestre de 2005, el FIDMI realizó una consulta para la readecuación del proyecto y presentó una propuesta que fue aprobada en el último trimestre de ese mismo año.
2006, año de la reconstrucción… continúan los conflictos sociales. El presupuesto público del año 2006 fue modificado para incluir gastos adicionales para las acciones de reconstrucción por los daños causados por la tormenta Stan. Derivado de ello, de nuevo las organizaciones públicas tuvieron un recorte presupuestario.

No obstante las condiciones antes mencionadas, en el año 2006 la DEMI gestionó positivamente un aumento de su presupuesto lo que ha permitido la contratación de personal permanente para las oficinas regionales que solo habían funcionado con personal contratado por el proyecto FIDMI II. Así mismo, la DEMI  ha logrado mayor control sobre sus recursos a través de ampliar su acceso al Sistema Integrado de Administración Financiera (SIAF)
La tabla a continuación presenta una reconstrucción de la cronología de eventos sucedidos en la etapa inicial del proyecto
Tabla 1
Cronología de ejecución del proyecto: febrero, 2004 – noviembre, 2005
	Período
	Principales eventos

	Febrero de 2004
	Contratación de  Directora y Administradora del proyecto: se ejecutaron acciones para la instalación de la segunda etapa de fortalecimiento institucional de la DEMI.

	Abril  de 2004
	Reunión DEMI – PNUD – ASDI: se sugirió y aprobó verbalmente desarrollar una revisión sustantiva del proyecto para mejorar la pertinencia con el contexto político e institucional de ese momento.

	Mayo de 2004
	Presentación de primera propuesta de revisión sustantiva del proyecto esto es coincidente con el cambio de oficial a cargo del proyecto en el PNUD.

	Septiembre de 2004
	Traslado del proyecto a otra área programática del PNUD bajo la responsabilidad de otro oficial de proyecto. El proceso de revisión sustantiva no tuvo avances.

	Noviembre de 2004
	Reactivación del proceso de revisión sustantiva; presentación a ASDI de la propuesta, la cual no fue aprobada. ASDI solicitó su elaboración en forma participativa por lo que se contrató a dos consultoras para facilitar el proceso participativo de elaboración de nueva propuesta.

	Marzo de 2005
	Presentación de nueva propuesta por consultoras contratadas. Para superar la duplicidad de iniciativas se requirió la integración de acciones financiadas por el Banco Mundial a la iniciativa de fortalecimiento institucional de la DEMI en el marco del FIDMI II.

	Noviembre de 2005
	Aprobación del POA elaborado con base en los cambios sustantivos propuestos. La aprobación del POA se interpretó por el proyecto como la aprobación de la propuesta de revisión sustantiva. En consecuencia la ejecución se orientó hacia los cuatro resultados establecidos en el documento de Propuesta de Readecuación
. 


Fuente: elaboración propia con base en entrevista con Directora del FIDMI II  y documentos del proyecto.
Readecuación del proyecto

En abril de 2004, se acordó el proceso de revisión sustantiva del proyecto, el cuál estuvo condicionado por una serie de procedimientos institucionales y por la decisión del PNUD de ubicar el proyecto en una diferente área temática para responder a una visión programática. Esta decisión de trasladar el proyecto también hizo que durante los tres meses siguientes no se ejecutaran acciones de asistencia técnica
 por parte del PNUD. De manera paralela al proceso de revisión sustantiva se realizaron negociaciones para conciliar y ejecutar en forma conjunta las actividades del FIDMI II y las actividades apoyadas por un proyecto del Banco Mundial orientado al fortalecimiento institucional de algunas áreas de trabajo de la DEMI.

La readecuación del proyecto buscaba: i) mejorar la pertinencia del proyecto con el contexto político e institucional antes descrito y con la situación que en ese momento presentaban los procesos y resultados impulsados en la primera fase de fortalecimiento institucional de la DEMI; y ii) ser consistente con las necesidades identificadas por la nueva Defensora. En este sentido el documento de readecuación expresa lo siguiente:
/ …La Defensoría de la Mujer Indígena desarrolló un proceso de análisis institucional que permitió identificar limitaciones importantes que no permitirían avanzar en consolidar algunos de estos procesos: a) la ausencia de un sistema de planificación, monitoreo y evaluación institucionales que articulara resultados y actividades de proyectos en ejecución; b) la necesidad de desarrollar un sistema de capacitación de personal; c) la integración de los modelos de atención social, sicológica y jurídica en uno solo; d) la necesidad de contar con una base de datos que permitiera el registro y análisis de la información; e) la importancia de generar apropiación institucional de los resultados del proyecto, entre otros…/

De acuerdo con la propuesta de readecuación los resultados esperados del proyecto son los siguientes:
1. Elevada la capacidad de incidencia de la DEMI en políticas públicas y en propuestas de ley en distintos espacios y niveles

2. Modelo de atención integral de casos institucionalizado (jurídico, social y psicológico) optimiza y mejora la calidad de los servicios de la DEMI a usuarias.
3. Estructuras orgánicas y de administración de la DEMI fortalecidas en sus funciones acorde con marco legal e institucional aumentan eficiencia es su trabajo

4. Mujeres indígenas y actores clave en ámbitos locales sensibilizados para la prevención y disminución de violaciones a los derechos de las mujeres indígenas y conocedoras del trabajo institucional de la DEMI.
4.2 Desempeño del proyecto en relación con los resultados esperados.
Un primer momento de la evaluación se enfocó en el análisis del desempeño del proyecto en comparación con las metas propuestas para cada uno de los cuatro resultados referidos en el apartado anterior, como se detalla a continuación.

Tabla No. 2
Resultados 1 metas del proyecto FIDMI II
	RESULTADO 1
	METAS

	1. Elevada la capacidad de incidencia de la DEMI en políticas públicas y en propuestas de ley en distintos espacios y niveles
	1.1 Se ha instalado y puesto en marcha la Unidad Estratégica de la DEMI, encargada de orientar e institucionalizar los mecanismos y procedimientos de incidencia en la defensa de los derechos de las mujeres indígenas.

1.2  Se han establecido mecanismos permanentes de alianzas e intercambios entre la DEMI e instituciones y organizaciones gubernamentales y no gubernamentales que fortalecen el trabajo de incidencia de la Defensoría.

1.3  Se han impulsado propuestas de políticas y/o leyes que permiten el fortalecimiento de los derechos de las mujeres indígenas y posicionan a la DEMI como defensora de los derechos de las mujeres indígenas.


Fuente: elaboración propia con base en la propuesta de readecuación del proyecto FIDMUI II.

Unidad de Estrategia e Incidencia

En la propuesta original del FIDMI II (antes de la revisión sustantiva) el apoyo a los procesos estratégicos e incidencia se vinculaba con alcanzar la autonomía institucional de la DEMI y la instalación de una unidad a cargo de dicho apoyo.  Sin embargo la DEMI consideró que este proceso debería tener un alcance mayor y estar vinculado a todas las estructuras de la organización, por lo que durante la revisión sustantiva, se acordó la instalación de una unidad específica para conducir este proceso. En ambos casos, esta unidad fue denominada “Unidad Estratégica”.
Con base en lo anterior en el segundo semestre del año 2004 fue creada la Unidad de Estrategia e Incidencia de la DEMI. De acuerdo con el plan respectivo, esta unidad tiene el objetivo de generar, definir e implementar acciones, estrategias y procesos que orientan a la DEMI como referente e interlocutora para el reconocimiento, respeto, promoción y cumplimento de los derechos de las mujeres indígenas, así como la incidencia en el desarrollo de políticas públicas e iniciativas de ley
. 

En agosto de 2005 fue contratada la actual coordinadora de la Unidad
, quien dio seguimiento a la propuesta de plan de trabajo que fue oficializado mediante nota de Defensora y hecho de conocimiento de las unidades de la DEMI y oficinas regionales en el mes de diciembre de 2005. 
El documento de Diseño de la Unidad de Estrategia e Incidencia
, menciona cuatro objetivos específicos, congruentes con la misión y funciones de la DEMI: (i) posicionar a la DEMI como una instancia estatal y autónoma a través del fortalecimiento de su capacidad técnica, administrativa y política para defender los derechos de las mujeres indígenas; (ii) establecer un sistema de alianzas y coordinaciones con organizaciones de mujeres e indígenas, organismos de cooperación nacionales e internacionales para trasladar demandas y propuestas a diferentes niveles dentro del Estado; (iii) promover y acompañar la participación de mujeres indígenas en la formulación, implementación y monitoreo de políticas públicas relacionadas; (iv) acompañar y asesorar a las sedes regionales, unidades de trabajo y estructuras de la DEMI en materia de incidencia política y acciones estratégicas, con el fin de desarrollar un pensamiento y posicionamiento institucional sobre los derechos de las mujeres indígenas.

El diseño de la Unidad describe que el personal que la integrará será: una directora;  un/a asistente; asesores (jurídico, políticas públicas, comunicación y otras temáticas); también funcionará una Comisión específica de análisis. Al momento de la evaluación había sido contratada la Directora de la unidad; a la vez, una funcionaria actúa como responsable de la Unidad de Comunicación, aunque no existe claridad sobre la adscripción de esta unidad a la de Estrategia e Incidencia.

Como una de sus primeras acciones la unidad estratégica utilizó una metodología de talleres para validar la propuesta de la Unidad. En Marzo del 2006, la Defensora oficializó la aplicación del plan de trabajo de dicha unidad a través de una carta dirigida al personal de la DEMI. Actualmente, la orientación de la Unidad esta definida por la articulación de la agenda de las mujeres indígenas y para ello contempla lo siguiente: i) actualización de la política pública; ii) el aporte a la Cumbre de Pueblos Indígenas; ii) consolidación de la conferencia de las mujeres. Los espacios de incidencia actuales que reconoce la coordinadora de la unidad son los siguientes: i) Coordinadora Interinstitucional Indígena del Estado; ii) Coordinadora para el Desarrollo de las Mujeres del Estado; iii) Miembro de la ONAM
; iv) Miembro del Comité Consultivo de Programa Luchas contra las exclusiones; iv) miembro del Consejo Consultivo de SEPREM
; v) CENTRACAP
; vi) Moloj; vii) CONAVIGUA
. Al momento de la evaluación no se identificó ningún tipo de coordinación y/o alianza con organismos de cooperación nacional e internacional orientados a fortalecer la incidencia de la DEMI ante el estado guatemalteco.
Todas las funcionarias entrevistadas expresan la necesidad de hacer incidencia aunque la dinámica en la conducción y operacionalización a la que hacen referencia muestra diversidad de conceptos y actividades, sin ser concluyente sobre la orientación y  los resultados esperados de estos procesos. Por ejemplo, algunas funcionarias entrevistadas manifestaron lo siguiente: “…se trata de incidir en diversos ámbitos para mejorar las condiciones de vida de las mujeres indígenas y de todas las mujeres.”  Algunas entrevistadas, manifiestan que en sus oficinas el proceso de incidencia se centra en la sensibilización de los operadores de justicia. Una entrevistada dijo: “Lo que hacemos en incidencia es poco, nuestro fuerte es la atención de casos”. 
En el ámbito externo la unidad de Incidencia con apoyo de la unidad de Comunicación ha facilitado actividades públicas para evidenciar la misión y función de la DEMI. Aunque estas actividades han logrado la presencia de la Defensora en foros y otros espacios de debate público no es evidente que respondan a una estrategia sistemática de incidencia.

La afirmación anterior, se refuerza con las opiniones de expertos / as y miembros/as de las entidades de coordinación relacionadas con la DEMI consultados durante la evaluación. Dichas opiniones coinciden en la necesidad de fortalecer el rol de la DEMI para incidir en las políticas públicas a favor de los derechos humanos de las mujeres indígenas. Por ejemplo: “…la hemos visto relegada. Tiene mayor presencia la SEPREM”…“…en términos de posicionamiento político no se distingue a la DEMI. No cumple con su rol de presentar la situación de las mujeres indígenas para que haya un trabajo de coordinación para el análisis y la elaboración de propuestas.”
Actualmente, está en proceso de contratación una consultoría para definir la estrategia de incidencia, es previsible que el producto de este trabajo contribuirá a mejorar la orientación y consistencia de las acciones de la DEMI en esta materia, que al momento no alcanzan la dimensión e impactos requeridos para cumplir los objetivos para los que fue creada.
Mecanismos permanentes de alianzas e intercambios

La mayoría de funcionarias de las oficinas regionales asocia incidencia con participación en diversos espacios sin que sea explicito el objetivo de esa participación y los resultados buscados a través de la misma.
Al tratar el tema de coordinaciones interinstitucionales e incidencia, la mayoría de funcionarias hacen referencia a Juzgados, Policía Nacional Civil, Procuraduría General de Derechos Humanos, Procuraduría General de la Nación, notablemente en asociación con la atención de casos. Otros espacios mencionados son: los Consejos de Desarrollo (Alta Verapaz, Quiché, Suchitepéquez y Huehuetenango); Comisión de Prevención de la Violencia contra la Mujer (Quiché); Consejo del Comité del Delito (Quiché); Comisión contra la Violencia Intrafamiliar (Quetzaltenango); Comisión Contra la Discriminación y el Racismo (Quetzaltenango); Consejo de Desarrollo de Educación (Suchitepéquez); Red de Mujeres (Suchitepéquez); SEPREM y ONAM (Huehuetenango).

Además la DEMI utiliza mecanismos de alianzas e intercambios informales asociados con la  comunicación directa de la Defensoría con funcionarios públicos. La “Comisión de Apoyo Institucional” en el momento de la creación de la DEMI se visualizó como el espacio para las alianzas e intercambios con las instancias gubernamentales de alto nivel a favor de la defensa de los derechos humanos de las mujeres indígenas. Sin embargo, el nivel directivo de la Defensoría consideró que la Comisión, perpetuaba la idea sobre que las mujeres y especialmente las indígenas, necesitaban “tutela” e intermediación para relacionarse con las instancias de alto nivel. Con este argumento, decidieron no convocar ni formar dicha Comisión.
Propuestas de políticas 

Actualmente la DEMI está participando activamente en la revisión de la Política de equidad y oportunidades para las mujeres; Así mismo mantiene una comunicación y relaciones eficaces con organizaciones gubernamentales como la Vicepresidencia y SEGEPLAN, lo que se ha traducido en apoyo político para sus propuestas y el incremento de financiamiento público para las actividades que realiza; así como en apoyo técnico para procesos de capacitación y planificación dentro del sistema público.
Tabla No. 3
Resultado 2 y metas del proyecto FIDMI II                                                                                                                                                                                                                                                                                                                             
	RESULTADO 2
	METAS

	2. Modelo de atención integral de casos institucionalizado (jurídico, social y psicológico) optimiza y mejora la calidad de los servicios de la DEMI a las usuarias.
	2.1 Se ha fortalecido la capacidad institucional de la DEMI a través del incremento de los recursos humanos disponibles y de procesos de cualificación de los mismos.

2.2 Se ha implementado el modelo de atención jurídica de casos para lograr mayor calidad e impacto en los procesos continuos de atención de casos.

2.3  Se ha diseñado, validado y puesto en marcha un modelo piloto de atención psicológica individual y colectiva a través de grupos de autoayuda.

2.4  Se ha institucionalizado el modelo de atención social de casos para lograr mayor calidad e impacto en los procedimientos continuos de atención a victimas de violencia.

2.5 Se habrá consolidado a nivel institucional un modelo de atención integral que incorpore los tres modelos específicos.

2.6 Se visibiliza la DEMI como instancia de referencia sobre la defensa y monitoreo sistemático de violaciones de los derechos de las mujeres indígenas.

2.7  Estudios sobre causas y consecuencias de la violencia doméstica con enfoque multicultural y sobre necesidades y preferencias d las usuarias de los servicios, aportan orientaciones para el modelo de atención integral de casos y para el posicionamiento de la DEMI.


Fuente: elaboración propia con base en la propuesta de readecuación del proyecto FIDMUI II.

Capacidad institucional:

El FIDMI II dio continuidad al funcionamiento de las cuatro oficinas regionales que habían empezado a trabajar en el marco del proyecto FIDMI I. Las condiciones de las oficinas fueron mejoradas al dotarlas de equipo actualizado y otras facilidades para desempeñar sus actividades e incrementar el monto de las remuneraciones de las funcionarias de estas oficinas. Estos cambios son percibidos como positivos por las funcionarias de dichas oficinas quienes reconocen el apoyo que han recibido. El FIDMI II también ha brindado apoyo con materiales e insumos de oficina a las dos a las oficinas regionales ubicadas en los departamentos de Quiché y Alta Verapaz
. Estas acciones han contribuido a que las seis oficinas regionales cuenten con mejores condiciones y recursos para desarrollar sus actividades. 

Por otro lado, en el año 2006 se incrementó el presupuesto de la DEMI
 y la institución cuenta con 12 nuevos puestos de trabajo permanentes (partida 0-11) para fortalecer las oficinas regionales. Estas condiciones han permitido hasta el momento, la contratación de las Delegadas Regionales de la Defensora para los cuatro departamentos que operaban con el apoyo del FIDMI II. Con esto se facilita la sostenibilidad de las oficinas de Suchitepéquez, Quetzaltenango, Huehuetenango y Quiché. También se ha adquirido mobiliario y equipo para las cuatro oficinas, lo que supone mejores condiciones para su funcionamiento.

La selección y contratación de las Delegadas se realizó por una convocatoria pública en el mes de marzo de este año, también se convocó para seleccionar funcionarias para los puestos de asistente social y asistente jurídica. Sin embargo la selección de estas funcionarias se declaró desierta por considerar el comité de selección que las ofertas recibidas no llenaban los requerimientos de la DEMI para el puesto.
Modelo de atención jurídica:

Este modelo fue elaborado en el primer semestre de 2004 y se consideró el año 2005 para su puesta a prueba. El personal con más tiempo en la DEMI mostró resistencia al uso de las definiciones incluidas en el modelo en lo referido a dar prioridad a los casos de mujeres indígenas por sobre los casos de mujeres no indígenas. El modelo define la atención jurídica de la siguiente forma:
/…el conocimiento de una acción que vulnera el derecho de una persona para buscarle solución de acuerdo a las leyes aplicables. La búsqueda de está solución implica demandar al que está vulnerando el derecho para buscar su restablecimiento. Para ello, hay necesidad de elaborar memoriales que deben ser auxiliados por abogada. Por eso la atención jurídica implica no sólo el conocimiento de la acción que esta vulnerando un derecho sino también realizar las actividades necesarias en búsqueda de una solución.

Con base en lo anterior el modelo contiene criterios para decidir brindar o no atención a un caso; formas de atención; calidad humana y profesional de las personas encargadas de brindar atención jurídica; registro de casos; metodología de apoyo a las oficinas regionales; coordinación de atención de casos; En los anexos del modelo se detallan los documentos necesarias para iniciar el proceso en los tipos de casos que con más frecuencia se presentan en la DEMI.
La mayoría de asistentes jurídicas consultadas en la evaluación manifestaron conocer el modelo y haber participado en talleres y otras actividades para su revisión y aplicación. Se cuenta con un documento que sistematiza y orienta este modelo. No obstante lo anterior, el uso del modelo no ha sido oficializado por la DEMI, lo que se asocia con el estilo de gestión utilizado actualmente por las autoridades de la institución. Según el Informe de Monitoreo de Evaluación en la Aplicación del Modelo de Atención Jurídica
, en abril del 2005, durante un taller para trabajar sobre los modelos de atención jurídica y psicológica, la Defensora giró “instrucciones al personal de esta institución para que se inicie su aplicación en las diferentes oficinas regionales, con el objeto de que tenga una etapa de validación”.
El informe evidencia que el modelo permitió definir el ámbito de actuación de la DEMI, al priorizar la atención de las mujeres indígenas. Antes de esto, por ejemplo en Huehuetenango el 50% de las usuarias de los servicios era no indígena; en Petén de 23 casos ingresados se contabilizaron 19 de mujeres no indígenas.

El informe muestra un rango en el uso de los instrumentos propuestos por el modelo de atención jurídica. A saber: “…el instrumento más utilizado es la boleta inicial (la utilizan todas las oficinas). En la oficina central, Quiché, Cobán Quetzaltenango y Huehuetenango, se utiliza la ficha socioeconómica, en el caso de Cobán, Quiché y Huehuetenago han tratado de unificar esta ficha con la ficha inicial. En las oficinas de Petén y Suchitépequez, no utilizan la ficha socioeconómica...La boleta de seguimiento de casos están siendo utilizadas en las dos unidades en las oficinas de Quetzaltenango, Central y Quiché.”

Los juicios de las asistentes jurídicas acerca del modelo expresan contrastes: mientras se reconocen ventajas como un modelo orientador del trabajo: “…es claro y considera las particularidades del trabajo…”; también son frecuentes los cuestionamientos sobre la viabilidad de su uso “… son procedimientos muy extensos, con mucho papeleo.” “…los formatos no son prácticos ni útiles para las acciones de atención jurídica” “…propone una forma de registro de casos que en algunas ocasiones no está clara”. Los cuestionamientos parecen obedecer a una confusión sobre los requerimientos de información que son propios del modelo y los que derivan del funcionamiento del sistema de monitoreo y registro de casos
. Al respecto las visitas de la Directora del FIDMI II a las oficinas regionales han contemplado precisar con el personal el objetivo de los diferentes instrumentos (del modelo de atención y del sistema de registro y monitoreo) y su importancia en el trabajo de la DEMI.
Es posible también que las asistentes jurídicas identifiquen una carga importante de trabajo extra con respecto al llenado de formatos e instrumentos porque al ponerse en marcha el Sistema de Monitoreo y Registro de Casos, se incorporó una serie de instrumentos para la gestión de la información. Estos cuestionamientos también parecen estar asociados con la falta de balance entre carga de trabajo y recursos disponibles en las oficinas regionales, por ejemplo, número de computadoras, eficiencia de las comunicaciones, entre otros.
Hermelinda Magzul se refiere a esta situación de la siguiente manera:

“Debido al reducido numero de personal, una profesional de la DEMI en una oficina regional asume tres tipos de funciones: trabajo técnico; representación institucional; y trabajo operativo de apoyo: redacción de documentos, fotocopias, etc.”
Modelo de atención psicológica:

El modelo se desarrolló en el segundo semestre de 2004, se validó durante el año 2005 y la revisión alcanza hasta el primer semestre de 2006. La operación del modelo está a cargo de la unidad psicológica que cuenta dos psicólogas contratadas. En el segundo  semestre de 2005 se consideró necesario que la psicóloga de sede central coordinará dicha unidad. Durante el período de diseño y prueba el modelo fue conocido por las funcionarias de las oficinas regionales y centrales. La puesta en marcha del modelo ha sido conducida por las psicólogas de la institución.
Al igual que en el modelo de atención jurídica, se cuenta con un documento que sistematiza y orienta la operacionalización sin que al momento de la evaluación el mismo haya sido oficializado por la DEMI. A juicio de la Directora del FIDMI II dicha oficialización sucede de hecho al involucrar a las dos psicólogas de la DEMI que además fueron las que lo crearon.
Según una de las profesionales que elaboró el modelo se consideraron para su creación corrientes teóricas como la Gestalt y Cognitiva. Además, el modelo incluye  elementos de la cosmovisión maya, aunque los mismos no son explícitos para las usuarias
. Un desafío para el funcionamiento del modelo en todas las oficinas regionales es la existencia de variables la filiación religiosa de las usuarias, notablemente católica o evangélica y, más aún, el grupo étnico y su diversidad de manifestaciones.
Una parte del modelo contempla la formación de grupos de autoayuda, los cuales funcionan con diferentes niveles de regularidad en las oficinas central y regionales. La formación de estos grupos ha tenido un ritmo lento y ha estado bajo la responsabilidad de las psicólogas con el apoyo logístico de las Trabajadoras Sociales.
En las oficinas centrales el grupo conformado se reúne con regularidad cada semana. En las oficinas regionales o no se han conformado estos grupos o en dónde se han conformado no funcionan con la misma regularidad que en la oficina central. En Quetzaltenango no existen suficientes recursos humanos para atender la demanda; En Petén las usuarias no tienen suficiente interés para incorporarse a los grupos de autoayuda; y en las oficinas de Suchitepéquez y el Quiché el personal técnico no ha sido capacitado en la aplicación del modelo.
En las oficinas donde no se cuenta con una psicóloga de planta, las psicólogas de Ciudad Guatemala y Quetzaltenango acuden una vez al mes para atender las demandas de atención psicológica de las usuarias de los servicios.
El modelo pretende brindar acompañamiento y solidaridad a la usuaria y, de acuerdo a la información recopilada en entrevistas y grupos focales, las usuarias tienen una valoración positiva del acompañamiento como una estrategia de apoyo a la superación de sus problemas. 
Los grupos de autoayuda buscan mejorar la autoestima de las usuarias. La aplicación del modelo se fundamenta en el uso de diversos enfoques terapéuticos orientados principalmente al apoyo de la usuaria en momentos de crisis. La evidencia recopilada en la evaluación no permite establecer los criterios y límites del acompañamiento posterior a la crisis y cierre de la atención psicológica. En opinión de Hermelinda Magzul las dos psicólogas muestran diferencias en el nivel de aplicación y apropiación del modelo: “la psicóloga del nivel central muestra avances más significativos en el uso del modelo y de grupos de autoayuda”.
En el proceso de implementación de los grupos de autoayuda se contempla la formación de Trabajadoras Sociales para conducir los grupos, para ello se ha planificado un proceso de dos etapas, la primera etapa consiste en tres talleres intensivos que ya fueron realizados y a los cuales además del personal de la DEMI también se incorporaron liderezas comunitarias de las regiones de influencia de cada oficina regional. La segunda etapa se basa en la participación de las trabajadoras sociales en calidad de co-facilitadoras de talleres. Al momento de la evaluación la mayoría de trabajadoras sociales de todas las oficinas regionales había participado como co-facilitadora en algún taller.
Al igual que en el modelo de atención jurídica, las personas confunden los requerimientos de información derivados de la puesta en funcionamiento del sistema de monitoreo y registro de casos. Las opiniones siguientes ilustran lo dicho: “…los formatos necesitan ser revisados para adaptarse a la práctica” “….  Así mismo, se expresa como limitación  “…la falta de seguimiento”, y, de manera más crítica, se indica que “…el modelo no es realista, porque la profundización en los casos no es posible, por la falta de tiempo” del personal de la DEMI.
Modelo de atención social:
Este modelo se desarrolló con el cofinanciamiento del proyecto ASDI y Banco Mundial; la puesta en funcionamiento del modelo es una actividad prevista en el proyecto FIDMI II. Cuando haya sido institucionalizado el modelo de atención social se empezará a desarrollar el modelo de atención integral el cual se prevé terminar en el segundo semestre de 2006.
La existencia del modelo de atención social es mencionada entre las asistentes sociales y se cuenta aún con un documento que lo sistematiza, aunque los componentes de este modelo, son menos claros para ellas. Lo anterior se explica porque al momento de la evaluación no se había contado con el tiempo necesario para su validación y socialización.

Aunque no se ha desarrollado el modelo de atención integral, en la práctica, se percibe un buen grado de integración y coordinación entre las actividades relacionadas con la atención jurídica, psicológica y social. Hay un procedimiento claro que las usuarias deben de seguir al solicitar los servicios de la DEMI, pero a veces el registro de las usuarias se duplica según el tipo de servicios recibidos. La duplicidad puede explicarse por la consignación de información en el sistema de registro.
Instancia de referencia

Las entrevistas realizadas con actores externos a la DEMI, en el nivel central y regional, evidencian que la DEMI es percibida como instancia de referencia sobre la defensa y monitoreo sistemático de violaciones de los derechos de las mujeres indígenas, notablemente en el área jurídica. 
Con respecto al monitoreo sistemático de violaciones a los derechos de las mujeres indígenas, en el momento de la evaluación se había empezado a desarrollar un sistema de Planificación, Monitoreo y Evaluación y se encontraba en su fase final la construcción de una  base de datos para el registro y procesamiento de la información. Es previsible que ambos productos permitirán a la DEMI mejorar su desempeño en materia de monitoreo de la realidad y sus propias gestiones.
Estudios sobre causas y consecuencias de la violencia doméstica
De manera coincidente con el período de la evaluación se estaba desarrollando el estudio sobre “Violencia intrafamiliar hacia mujeres indígenas” (cofinanciado por ASDI y Banco Mundial). Una versión preliminar de dicho estudio estaba en revisión antes de ser editado para finalizarlo, imprimirlo y socializarlo. 
Tabla No. 4
Resultado 3 y metas del proyecto FIDMI II

	RESULTADO 3
	METAS

	3. Estructuras orgánicas y de administración de la DEMI fortalecidas en sus funciones acorde con marco legal e institucional aumentan eficiencia es su trabajo.
	3.1 Revisado y puesta en marcha el proceso aprobación del reglamento de la DEMI y adaptado a las necesidades institucionales actuales en función de su marco legal e institucional.

3.2 Se han institucionalizado los mecanismos de comunicación interna entre la central, oficinas regionales y otras estructuras de la DEMI.

3.3 Plan de fortalecimiento administrativo y financiero diseñado e implementado eficazmente aumenta calidad de servicios con énfasis en las regionales.

3.4  Existe un proceso de planificación, monitoreo y evaluación que contribuye en la organización, seguimiento y evaluación adecuada y oportuna del trabajo institucional.

3.5  Plan de capacitación integral interno y externo diseñado y validado en su aplicación mejora la calidad de los servicios y la incidencia de la DEMI.

3.6  Gestión eficaz del proyecto.


Fuente: elaboración propia con base en la propuesta de readecuación del proyecto FIDMUI II.

Reglamento de la DEMI

En la fase anterior del proyecto se elaboró un reglamento para el funcionamiento de la institución el cual no entró en vigencia oficialmente. En la actualidad se pretende recuperar la propuesta, someterlo a revisión de la Junta Coordinadora y posteriormente, gestionar su oficialización por el organismo ejecutivo. Para ello se realiza una consultoría para tener una propuesta de reglamento interno que responda a las necesidades de la DEMI como organización gubernamental.

Mecanismos de comunicación interna

Se han institucionalizado mecanismos de coordinación técnica, como las reuniones del Equipo de Dirección y Delegadas (Delegadas y Directoras de Unidades), reuniones de la Junta Coordinadora, reuniones mensuales en las oficinas regionales de la DEMI y reuniones por área de trabajo. Todo ello con el propósito de que la información discutida con el Equipo de Dirección se comparta en las oficinas regionales durante las reuniones mensuales. Otro aspecto que se ha institucionalizado es la periodicidad, elaboración y ruta de los informes que realizan las diferentes funcionarias de la DEMI.
También fue diseñada y puesto en funcionamiento una red electrónica que facilita la comunicación en tiempo real entre las oficinas regionales y la oficina central de la institución. Debido a que la oficina regional del departamento del Petén había sido trasladada a un diferente municipio del departamento, la red no estaba funcionando en dicha oficina regional.

Fortalecimiento administrativo y financiero

Los procedimientos administrativos se realizan bajo dos requerimientos. Los primeros, son todos los requisitos relacionados con las organizaciones públicas con respecto a la contratación de personal, gastos, viáticos, etc. Los segundos, se relacionan con los requerimientos solicitados por la cooperación para el manejo de los fondos. En este sentido, el personal contratado y las actividades que se realizan con fondos del FIDMI II o de otros proyectos de cooperación utilizan los mecanismos propios de sus fuentes de financiamiento. Como la DEMI es una organización joven la presencia de diferentes mecanismos administrativos, ha retardado la consolidación de los mecanismos administrativos propios de la institución.
Planificación, monitoreo y evaluación
Las actividades de planificación son apoyadas por el Proyecto FIDMI II. Existe un proceso de planificación participativa anual en el que se involucra el personal de la oficina central, las oficinas regionales y la Junta Coordinadora. Así mismo, al final del año se realiza un recuento de las actividades ejecutadas aunque sin considerar el impacto de las mismas porque se está trabajando en la definición de un sistema de indicadores. El monitoreo y seguimiento se realiza a través de los informes que entregan las funcionarias y a través de visitas de campo. 
Actualmente, se está desarrollando el Sistema de planificación, monitoreo y evaluación institucional. Este proceso a cargo de un equipo de consultoría se está realizando con la participación de las delegadas regionales y las Directoras de unidad de la DEMI. El desarrollo del sistema está basado en cuatro módulos de aprendizaje y aplicación lo que facilita la apropiación institucional de los productos. A la fecha se han desarrollado un módulo introductorio y otro para el análisis de la situación actual, en el mes de julio se desarrollará un tercer módulo para validar la propuesta de sistema elaborada por el equipo de consultoría.
Plan de capacitación

No existe un plan de formación o capacitación del personal aunque se realizan actividades de capacitación que abordan temas de trabajo de la DEMI. Otra actividad orientada al fortalecimiento técnico y profesional de los funcionarios y funcionarias es su participación en cursos y diplomados y/o a programas de postgrado y actualización. Con recursos propios de la institución está contratada una persona para el apoyo logístico de las actividades de capacitación y en la actualidad se está concluyendo el proceso de selección de consultores para elaborar el plan maestro de formación. Hasta el año 2005 se desarrolló un proceso interno de formación sobre dos aspectos considerados críticos para el funcionamiento de la DEMI, a saber: contenidos técnicos y gerenciales y relaciones humanas. El proceso fue suspendido a requerimiento de ASDI y fue reemplazado por la ejecución del plan maestro antes mencionado con la finalidad de hacer consistente una línea de trabajo en materia de formación y capacitación. 
Gestión eficaz del proyecto
La gestión eficaz del proyecto se relaciona con los siguientes aspectos:

i) La viabilidad dentro de la DEMI de los cambios, instrumentos y procesos propuestos por el proyecto;  lo cual ha sido argumentado en los apartados precedentes.

ii) El acompañamiento técnico y político del PNUD para sustentar o facilitar la gestión de los resultados del proyecto sobre el cual se argumenta más adelante en el informe.

iii) El ritmo de la gestión sustantiva del proyecto y los procesos administrativos y financieros en el PNUD y el proyecto, como se analiza a continuación.
Gestión sustantiva del proyecto
La responsabilidad de la “gestión sustantiva” del proyecto es función de la Directora, quien es apoyada por un equipo de 14 personas contratadas por el proyecto para desempeñar funciones dentro de la DEMI en oficinas del nivel central o en las oficinas regionales, como se detalla en el cuadro siguiente
Tabla No. 5
Descripción del personal del proyecto FIDMI II

	No.
	Puesto
	Sede
	Nivel académico mínimo

	4
	Asistentes sociales
	Suchitepéquez, Quetzaltenango, Petén, Huehuetenango
	Pensum cerrado de Trabajo Social 

	4
	Asistentes jurídicas
	Suchitepéquez, Quetzaltenango, Petén, Huehuetenango
	Pensum cerrado de Ciencias Jurídicas y Sociales 

	1
	Abogada coordinadora
	Ciudad Guatemala 
	Licenciada en Ciencias Jurídicas y Sociales

	1
	Abogada
	Quetzaltenango 
	Licenciada en Ciencias Jurídicas y Sociales

	1
	Psicóloga coordinadora
	Ciudad Guatemala 
	Pensum cerrado en Psicología 

	1
	Psicóloga
	Quetzaltenango 
	Licenciada en psicología

	1
	Directora unidad de incidencia
	Ciudad Guatemala 
	Pensum cerrado en Ciencias Jurídicas y Sociales

	1
	Administradora del proyecto
	Ciudad Guatemala 
	Contadora pública y auditora


Fuente: elaboración propia con base en información del proyecto FIDMI II.

Como se observa, el personal tiene un perfil profesional adecuado a los puestos que ocupa. La mayoría del personal fue contratado durante el FIDMI II. La Directora del FIDMI II, forma parte del “Equipo Directivo” de la DEMI y es reconocida por su apoyo a los procesos técnicos que se realizan en la institución, tal es el caso del proceso de planificación anual y el seguimiento de su ejecución. Así mismo, el equipo de trabajo contratado por el FIDMI II, fortalece los servicios directos que presta la DEMI y en el caso de las oficinas de Suchitepéquez, Petén, Quetzaltenango y Huehuetenango, hasta hace poco menos de un mes, el total del personal era financiado por el Proyecto. 
Así mismo, el equipo ha realizado aportes consistentes para el fortalecimiento y sistematización de las funciones de la institución, entre estos la elaboración de los modelos de atención jurídica y psicológica, así como el contenido de la Unidad de Estrategia e Incidencia. El equipo además se ha incorporado como personal de la DEMI y cumple con todos los requerimientos que hay para el mismo, en términos generales participa de la organización y ejecución en igualdad de condiciones. 
Gestión administrativa-financiera:

La base para gestión administrativa financiera es el presupuesto total para financiar el proyecto con una contribución del Gobierno de Suecia de $653,020.00. De lo anterior $621,000.00 se utilizan para la ejecución de las actividades del proyecto y $31,096.00 para los costos de administración.
 Para la para aprobación y ejecución del presupuesto al inicio del proyecto se realizó un presupuesto global para tres años organizado por componentes (de acuerdo a los resultados esperados del proyecto) y por rubros, lo cual fue ingresado en la base del Sistema ATLAS del PNUD. 
Cada año se elabora un POA que incluye actividades y presupuesto para un año. Este presupuesto luego de ser aprobado por la Defensora es enviado al PNUD en septiembre del año anterior. El PNUD debe revisarlo y negociarlo con la embajada de Suecia y luego de aprobado ingresar los rubros en el sistema ATLAS. Así mismo, cada año existe la posibilidad de revisar y hacer ajustes al POA y al presupuesto.

Durante el año 2004 la ejecución presupuestaria del proyecto fue del 54% del presupuesto incluido en el plan global para ese año. Esto obedeció principalmente a la supeditación de la ejecución al proceso de revisión sustantiva del proyecto que finalizó con una readecuación del proyecto y la integración al mismo de las actividades financiadas por el Banco Mundial. En adición a lo anterior, los procedimientos de ejecución presupuestaria se dilataron por la introducción en el año 2004 del Sistema de control denominado ATLAS.
En el año 2005 en el marco del proyecto revisado y el sistema ATLAS en funcionamiento, la gestión mejoró. Sin embargo otras situaciones afectaron el desarrollo de los mecanismos financieros y administrativos del FIDMI II. Por ejemplo: duplicaciones de información en el sistema respecto a los anticipos para transporte y viáticos del personal hacen que los reportes financieros del sistema no siempre coincidan con los controles financieros del proyecto. Esto ha provocado reportes de ejecución por arriba de la ejecución real lo que deriva en trámites complicados para los reintegros respectivos. De igual manera la introducción de información sobre el presupuesto del proyecto al sistema ATLAS ha sido lento y ha provocado el atraso en los pagos de honorarios al personal. En adición a lo anterior, el proyecto cambió de ubicación dentro de la estructura del PNUD por lo que estuvo bajo responsabilidad de diferentes oficiales. Esto provocó incertidumbre acerca del enlace o contraparte para los diferentes trámites administrativos-financieros y finalmente retrasó los procesos del proyecto.
De acuerdo con los documentos del Sistema Atlas
 revisados y proporcionados por la Administradora del proyecto, al empezar la ejecución del proyecto se realizó un presupuesto global para tres años, el cual se describe en la siguiente tabla:

Cuadro No. 1

Presupuestos de la DEMI años 2004 - 2006

	AÑO
	PRESUPUESTO ($)

-no incluye 5% de gastos administrativos-

	2004
	264,904.08

	2005
	189,217.20

	2006
	176,602.72


Fuente: Reportes de ejecución financiera en el sistema Atlas.
Al comparar los informes de auditoria, con el presupuesto global realizado al inicio del proyecto, se encuentra el siguiente nivel de ejecución

Cuadro No. 2

Ejecución presupuestaria de la DEMI 2004 - 2006

	AÑO
	EJECUCIÓN POR AÑO ($)

-no incluye 5% gastos administrativos-
	% del presupuesto ejecutado por año

	2004
	144,646.00

	54%

	2005
	177,383.00

	94 %

	2006
	40,927.87
  (al 29/03/06)
	23 %


Fuente: Reportes de ejecución financiera en el sistema Atlas.
La baja ejecución del año 2004, ha generado un importante rezago en el ritmo de ejecución del proyecto. A finales de marzo de 2006 se ha ejecutado $362,956.00, que representa 58% del total destinado para las actividades del proyecto.
Tabla No. 6
Resultado 4 y metas del proyecto FIDMI II

	RESULTADO 4
	METAS

	4. Mujeres indígenas y actores clave en ámbitos locales sensibilizados para la prevención y disminución de violaciones a los derechos de las mujeres indígenas y conocedoras del trabajo institucional de la DEMI.
	4.1 Estrategia de comunicación institucional para la prevención de las violaciones a los derechos de las mujeres indígenas elaborada y validada.

4.2  Actores clave y usuarias sensibilizadas sobre la situación de violación de los derechos de las mujeres indígenas e informadas sobre servicios de la DEMI particularmente en las regiones.


Fuente: elaboración propia con base en la propuesta de readecuación del proyecto FIDMUI II.

Estrategia de comunicación

Actualmente existe una estrategia de comunicación institucional que responde a los lineamientos de la institución. Aunque la estrategia deberá ser aprobada oficialmente, algunas de sus actividades ya se han puesto en marcha, por ejemplo la unificación de la imagen institucional en los documentos oficiales de la DEMI y un boletín institucional de noticias. La estrategia fue elaborada por una consultora contratada con financiamiento del Banco Mundial y complementada con acciones del FIDMI II como mensajes y programas transmitidos por radio y la distribución de material informativo en español. Este material será traducido a cuatro idiomas mayas.

Actores clave y usuarias sensibilizadas

Las entrevistas en la Ciudad de Guatemala y en los departamentos donde se ubican oficinas regionales de la DEMI, revelaron sensibilidad por parte de los y las entrevistadas ante la situación de las violaciones a los derechos humanos de las mujeres indígenas. Las mujeres atendidas por la DEMI, están satisfechas con los servicios recibidos y se sienten apoyadas en la resolución de sus conflictos. La comprensión de las usuarias sobre el alcance y significado de la violación de derechos humanos es un aspecto que deberá fortalecerse.
Un análisis conjunto del grado en que fueron alcanzados los resultados del FIDMI II, muestra que la capacidad de incidencia de la DEMI en las políticas públicas y en propuestas de ley aún es limitada, aunque deben reconocerse su presencia en espacios políticos relevantes que fueron mencionados en apartados anteriores. El desempeño de la DEMI en esta área se ve fuertemente influenciado por las prácticas de los organismos de Estado que no ejecutan acciones de política orientadas a transformar la realidad de las mujeres indígenas. Además, como antes fue dicho, el funcionamiento de la unidad de estrategia de la DEMI es reciente y la agenda de incidencia aún está en construcción. 
Con respecto al segundo resultado, es notable que las seis oficias regionales de la DEMI están funcionando regularmente. Además en estas oficinas se aplica el modelo de atención jurídica y, con menor regularidad, también se aplica el modelo de atención psicológica. Las usuarias están satisfechas con estos servicios y los promocionan dentro de sus comunidades. La demanda de servicios a la DEMI se ha incrementado al grado de superar las capacidades instaladas de las oficinas regionales.

Las estructuras orgánicas y administrativas de la DEMI han sido fortalecidas en los últimos años, sin embargo, la contribución del FIDMI II a este proceso es limitado, toda vez que el proyecto debe continuar respondiendo a los mecanismos técnicos y administrativos propios del PNUD. Esto es importante, si se considera que algunos procesos y una parte importante del personal están financiados por el FIDEMI II, lo que no permite la práctica continua y sistemática de los procesos propios de la DEMI. Además la DEMI aún no cuenta con un Manual Administrativo lo que limita la institucionalización y eficiencia del trabajo interno que realiza.
A través del trabajo coordinado que realizan las oficinas regionales con organizaciones del sector justicia y de otros sectores, así como de los servicios prestados a mujeres indígenas, se ha logrado sensibilizar a estas poblaciones en la prevención y disminución de las violaciones de los derechos de las mujeres indígenas. Sin embargo, estas acciones no son sistemáticas y generalmente obedecen a la calidad de las relaciones personales entre funcionarios/as de la DEMI y los/las de las otras instituciones.
4.3 Acerca de las estrategias del proyecto

Fortalecimiento institucional
“La estrategia principal del proyecto será la de fortalecer institucionalmente a la Defensoría de la Mujer Indígena como instancia interlocutora y defensora de los derechos de las mujeres indígenas. Este proceso será coordinado estrechamente entre la Defensora, las estructuras de la DEMI y la Comisión de Apoyo Institucional de acuerdo con el gobierno de Guatemala a través de COPREDEH”

Línea de autoridad: Las funcionarias de las oficinas regionales identificaron como mínimo dos personas a las que informaban y reportaban sistemáticamente sobre sus actividades. Incluso una de las asistentes jurídicas manifestó reportar sobre sus actividades a cuatro personas. Todas las personas entrevistadas conocen el proyecto, a su directora y reportan algún tipo de coordinación con el mismo. Las funcionarias que son pagadas con fondos del Proyecto, en su mayoría reconocen a la Directora del Proyecto como su jefa inmediata superior.

Manual de funciones: Las oficinas regionales no tienen un manual de funciones de puestos. En consecuencia para explicar sus funciones el personal se ampara en diferentes fuentes, entre estas: el Acuerdo Gubernativo que crea la DEMI; los términos de referencia y en algunos casos los modelos de atención que son comprendidos como manuales de funciones. Ilustra esto último los argumentos expresados por varias de las asistentes jurídicas y sociales entrevistadas.
Planificación, monitoreo y evaluación: Existe un plan estratégico y también se realiza un Plan Operativo Anual (POA) con participación de las oficinas regionales. El POA tiene seguimiento cada 6 meses, al final del año, se evalúa que metas se alcanzaron. También se ha desarrollado un proceso de evaluación del desempeño del personal.
El monitoreo y la evaluación son actividades menos sistemáticas, que responden más a necesidades específicas, no se cuenta con instrumentos institucionalizados para tales propósitos. Tampoco se realiza evaluación del impacto de las actividades realizadas por la DEMI y como antes dicho en la actualidad se está desarrollando el sistema institucional de planificación, monitoreo y evaluación.
Con respecto al registro de casos y la creación de una base de datos que consolide la información de todas las regionales, en general hay cierto desanimo, ya que anteriormente se realizó un esfuerzo que no funcionó, en buena medida por la falta de actualización de las computadoras. Actualmente se iniciará el diseño de una nueva base de datos, que partirá de la revisión de la base construida inicialmente y del Sistema de Registro y Monitoreo de casos (Sistema RPME de casos). 
Las actividades y productos que se han generado como parte de la estrategia de fortalecimiento institucional han sido coordinados con la Defensora. Sin embargo, las entrevistas realizadas con personas externas a la DEMI, coinciden al explicar que a la DEMI le falta claridad sobre su quehacer y las intervenciones que le llevarán a cumplir los objetivos para los cuales fue creada. Así mismo, varios y varias entrevistadas cuestionan el énfasis de la DEMI en la atención directa de casos.
La atención de casos es un aspecto, que sin duda, se convierte en un punto sensible en todas las entrevistas, porque algunos/as entrevistados/as opinan que ha partir de la atención directa, la DEMI es conocida y “reconocida” en las comunidades indígenas, así mismo, a partir de la atención directa de casos ha logrado mejorar el acceso a la justicia de las mujeres indígenas. En contraste con lo anterior otros involucrados argumentan que la atención directa de casos, concentra y consume muchos recursos sin que sea factibible atender a todos los casos a nivel nacional. En adición la dedicación de la DEMI a esta actividad le distrae de actividades estratégicas (vigilancia y monitoreo de las violaciones de los derechos humanos de las mujeres indígenas, etc.)

Un aspecto que se ha fortalecido en la gestión de la actual Defensora y que ha recibido apoyo del FIDMI II, es la participación sistemática y organizada de la Junta Coordinadora en los procesos de toma de decisiones políticas y estratégicas de la DEMI. El Consejo Consultivo, se reúne una o dos veces por año y participa en las decisiones que por ley le corresponden.
Recursos
Los recursos propios de la DEMI, son limitados para las funciones que desempeña, notablemente en materia de transporte y movilización lo que influye negativamente en el apoyo y seguimiento del nivel central a las oficinas regionales. Aunque en opinión de la Directora del Proyecto, otra limitación importante es la sobrecarga de trabajo y la poca prioridad asignada al proceso de monitoreo y seguimiento. Esta situación se intenta superar a través del sistema PME institucional que actualmente se está desarrollado.

La intención de acercar la DEMI al nivel local y a las comunidades se cumple, aunque en forma limitada, ya que las funcionarias de las oficinas regionales, no reciben un adecuado seguimiento a las actividades que se ponen en marcha, por ejemplo, los modelos de atención; tampoco cuentan con el apoyo necesario para las actividades de coordinación e incidencia en los espacios políticos del nivel local.
En las oficinas de Guatemala, el personal tiene computadoras, impresoras y los insumos necesarios para trabajar y las personas entrevistadas consideran que su situación ha mejorado en comparación con años anteriores. Como contrapunto, manifiestan que en las oficinas regionales el equipamiento es insuficiente para apoyar la carga de trabajo, la desactualización de los programas de computación instalados en el equipo de cómputo también es una dificultad que afecta el desempeño de estas oficinas. Por ejemplo: la oficina de Alta Verapaz tiene dos computadoras que resultan insuficientes para procesar la información generada por los casos atendidos y los procesos que se derivan de la atención de casos. En Quetzaltenago la unidad jurídica cuenta con una computadora, que no está en buen estado. Además, la comunicación por la vía del fax falla con frecuencia. Sin embargo, como se expresó anteriormente, el FIDMI II ha contribuido a mejorar las condiciones de las oficinas regionales, dotándolas de equipo e insumos para su funcionamiento. La demanda creciente de servicios exige reflexionar sobre el desempeño futuro de la DEMI y la forma en que responderá a su mandato legal.
El personal contratado por el proyecto expresa satisfacción con el monto de honorarios que percibe en el FIDMI II, los que considera adecuados a su nivel de formación y al trabajo que desempeñan.
Autonomía institucional
El documento marco para el proyecto de FIDMI Fase II,  explica que “Se impulsará el desarrollo de la autonomía política, administrativa y financiera de la DEMI para vigilar los compromisos asumidos con relación a los derechos humanos de las mujeres indígenas y movilizar recursos propios para ello. Esta estrategia implicará la negociación de la propuesta de Ley de la Autonomía de la DEMI, elaborada durante el  proyecto de Desarrollo Institucional, la cual tendrá que ser socializada previamente con el personal y las estructuras de la DEMI
.” Este planteamiento se realizó bajo la gestión de la antigua Defensora Juana Catinac.
La actual Defensora y la Junta Coordinadora acordaron trabajar búsqueda de la autonomía institucional en  un proceso cuya primera etapa es convertir a la DEMI en una organización independiente de la COPREDEH, pero que fuera parte del organismo ejecutivo. Luego, se llegaría a la autonomía.  
Se inició entonces el esfuerzo por convertir a la DEMI en una organización del ejecutivo, independiente de la COPREDEH. Se llenaron los requerimientos de los diferentes ministerios e instancias del ejecutivo. A inicios del año 2006, cuándo este proceso estaba en su fase final en la Presidencia de la República, finalmente no fue aprobado, por lo que la DEMI decidió no continuar con este procedimiento.

La Defensora y la Junta Coordinadora, decidieron no insistir más en este rumbo y decidieron que era mejor ir directamente por la autonomía de la organización. En este sentido, iniciaron una serie de círculos de discusión para definir la naturaleza y el sentido de la autonomía de la institución. Según referencia, han revisado las propuestas que se realizaron en la primera fase del proyecto, pero consideran que es necesario profundizar más, por lo que este proceso de reflexión está en marcha hasta la fecha.

Descentralización de servicios
El documento de proyecto refiere que “Se impulsará el proceso de descentralización de responsabilidades operativas y administrativas identificadas por la Defensora, que permitirá un manejo ágil y eficiente de los recursos según el plan anual, lo que en definitiva, redundará en un servicio de mayor calidad”.
 

Para la DEMI, una organización joven, descentralizar es un desafío porque aún debe fortalecer sus procesos internos, notablemente en el área de monitoreo, seguimiento y evaluación de las actividades técnicas y administrativas; así mismo la institución necesita un mayor volumen de recursos financieros para dotar a las oficinas de los recursos necesarios para su gestión como condiciones de los procesos de desconcentración y descentralización.

Entendida la descentralización de los servicios como una estrategia para acercar los servicios a la población, es importante destacar y analizar los siguientes aportes del proyecto.
En primer lugar la continuidad del funcionamiento de cuatro oficinas regionales y el apoyo al funcionamiento de otras dos es, sin duda, es un aporte fundamental para el propósito de acercar los servicios a la población.

Derivado de lo anterior la DEMI es conocida por instancias como los Consejos de Desarrollo, el organismo judicial y las organizaciones de servicios a las mujeres por su aporte en el acompañamiento de las mujeres para tener acceso a la justicia.

Desde esta perspectiva la DEMI es considerada una instancia que defiende los derechos humanos de las mujeres indígenas. Sin embargo, los derechos humanos abarcan más aspectos que  el acceso a la justicia, por ejemplo el derecho a la salud, que entre otras cosas implica que las mujeres sean atendidas en su idioma en los servicios; el derecho a la educación , etc. Estos otros ámbitos no son percibidos por las usuarias ni por las organizaciones que se relacionan con la DEMI y tampoco parecen ser percibidos por las funcionarias de la institución. Los informes de la unidad jurídica del primer trimestre del 2006 registran un solo motivo de atención.
Sostenibilidad
El documento de proyecto indica que “Para contribuir la sostenibilidad financiera de la Defensoría se creará la Unidad Estratégica e Incidencia para fortalecer la gestión. Además, la contratación compartida entre la DEMI y la agencia de cooperación de una parte del personal garantizan que el personal contratada puedan seguir trabajando.
En el año 2006 el presupuesto de la organización se incremento a cuatro millones quinientos mil quetzales (Q.4, 500,000.00), lo que significó una diferencia sustancial con el presupuesto del año anterior de un millón novecientos mil quetzales (Q. 1, 900,000.00).
La sostenibilidad técnica se fomentará a través de un proceso de traslación de conocimientos y habilidades al personal, este proceso se realiza a través de reuniones sistemáticas del “equipo directivo” que permite compartir las decisiones y avance de los procesos que se llevan a cabo en la DEMI, así como evaluar y planificar las acciones ejecutadas para lograr los objetivos planteados durante el año. El FIDMI II también contribuye a la sostenibilidad técnica con la elaboración de sistemas y procedimientos estandarizados que faciliten el impulso permanente de los procesos. Un complemento para de la sostenibilidad técnica es el plan maestro de capacitación que actualmente se está elaborando. La sostenibilidad social del proyecto se garantizará con las alianzas creadas con el movimiento social y las entidades del Estado.”

La sostenibilidad es fue también un tema central en la transición ente el FIDMI I y II. Como se anotó antes, al finalizar el FIDMI  I e iniciar el FIDMI  II, período que coincide con el cambio de gobierno, la DEMI enfrentó una crisis financiera. Durante esa crisis (aproximadamente de un año) el proyecto financió la operación de los procesos clave de la DEMI.

La sostenibilidad de los procesos iniciados por el FIDMI II también ha sido favorecida por el aumento al presupuesto público asignado a la DEMI (más del 100% de aumento), lo que ha permitido el nombramiento de Delegadas de las Defensoras en las oficinas de Suchitepéquez, Quetzaltenango, Huehuetenango y Petén así mismo, hay recursos disponibles para la contratación de asistentes jurídicas y psicológicas en cada unidad. Por otro lado, en la actualidad la DEMI tiene acceso directo al SIAF
 lo que permite el registro de sus gastos y el control del avance de la ejecución de su presupuesto.

Calidad en el servicio
“Dados los avances logrados con el proyecto de Desarrollo Institucional en cuanto a la instalación de las oficinas que ofrecen servicios de asesoría jurídica y social a las usuarias, en esta etapa se pondrá especial énfasis en ofrecer servicios integrales, ampliando la oferta a los aspectos psicológicos individuales y grupales que contribuyan a reparar el daño emocional producto de la violencia y marginación que enfrentan las mujeres indígenas, y revisando el  un sistema de atención y orientación de casos jurídicos.”

Los servicios directos prestados por las oficinas regionales y la oficina central de Guatemala, han recibido atención para sistematizar sus procedimientos a través de modelos de atención, así como para sistematizar y ordenar su registro. Todos estos esfuerzos han derivado en un incremento positivo de la calidad de la atención, lo que contrasta con la presencia de demandas relacionadas con  un mayor número de personal en las unidades de atención e instalaciones adecuadas para la entrega de los servicios.
La mayoría de mujeres se entera de los servicios de la DEMI por referencia de familiares o amigos. Algunas usuarias refieren haberse enterado por pláticas del personal de la DEMI. Las principales ventajas que las usuarias perciben de los servicios son su gratuidad y la calidad del trato personal. Las mujeres entrevistadas manifestaron que como producto de los servicios recibidos ahora conocen sus derechos, notablemente en relación con la equidad. Ilustra esto, las siguientes expresiones de una usuaria entrevistada. Una mujer consultada en la oficina regional de Quetzaltenango dijo: “Los hombres como discriminan a uno por ser mujer y yo supe aquí que tenemos igual derecho las mujeres, por eso sin la DEMI nadie nos puede ayudar”. Otra usuaria entrevistada en Suchitepéquez dijo: “Ahora se que cuando una mujer se casa tiene derechos y yo recomiendo la DEMI a mis amigas así que tienen problemas y les digo que aquí las acompañan hasta el Ministerio Público y que las mujeres tienen derecho a elegir sus metas”.
“Sabemos que estamos discriminadas que nos tratan como indias ignorantes. No tenemos nivel académico ni oportunidades para trabajos. Nos discriminan también por ser madres solteras. También nos discriminan los indígenas más estudiados, no nos dan oportunidad de participar en las reuniones que tienen... La discriminación también viene de los indígenas, mujer o varón. (Usuaria de Alta Verapaz)

“Hay discriminación porque somos humildes y sencillas, se considera que por eso no valemos. Esto pasa en muchos lugares, hasta en las municipalidades. No nos atienden porque somos pobres, no conocemos a nadie. Si llega uno que tiene dinero y lo conocen si lo atienden bien”. (Usuaria Alta Verapaz)

Comunicación externa
“La comunicación externa será un punto focal, ya que incrementará el apoyo político del movimiento social y las organizaciones gubernamentales afines a la DEMI y permitirá la promoción de la institución y de los derechos humanos de las mujeres indígenas por medio de un programa radiofónico. La Defensora se reunirá cada año con  el sector relacionado para la retroalimentación y evaluación del trabajo”

La DEMI, en el último año, ha realizado un esfuerzo por promocionar y proyectar el trabajo de la institución. A través de la Unidad de Estrategia e Incidencia y la Unidad de Comunicación, se han organizado debates públicos en el Día internacional sobre Discriminación y racismo y el día de la mujer. La Defensora ha participado en varios debates públicos. Otra línea de trabajo que se realiza es la construcción de la agenda de las mujeres indígenas con el objetivo de aportar a la Política Nacional de promoción de la Mujer a cargo de la Secretaría Presidencial de la Mujer (SEPREM). Sin embargo, las actividades no se realizan en el marco de un plan de incidencia con estrategias y objetivos definidos.
Coordinación interinstitucional
“Igualmente estratégico será el fortalecimiento o establecimiento de relaciones permanentes y efectivas con organizaciones de mujeres, indígenas, de derechos humanos, gubernamentales y no gubernamentales, nacionales e internacionales, que permitan a la DEMI impulsar procesos de  prevención de la violencia hacia las mujeres indígenas, aprovechando la capacidad instalada con la que cuentan las organizaciones y afianzando las relaciones que aumenten el respaldo político y social”

Por el contenido del mandato de la DEMI, debe desarrollar coordinaciones con instituciones de tres ámbitos: mujeres, indígenas, derechos humanos. La coordinación con organizaciones gubernamentales, no gubernamentales, organismos de cooperación internacional y organismos rectores de estos temas a nivel nacional e internacional, son fundamentales para articular el trabajo de la DEMI y lograr un impacto positivo en el respeto de los derechos humanos de las mujeres indígenas. De acuerdo a las entrevistas con actores externos la DEMI no ha sido eficaz en lograr estas coordinaciones y en la formación de alianzas estratégicas para el logro de sus objetivos institucionales.
Eficiencia administrativa y capacidad técnica del personal.

Como se mencionó en los apartados anteriores el perfil profesional de las personas contratadas por el FIDMI II es adecuado para los puestos que desempeñan. Con respecto a la eficiencia administrativa del FIDMI II, lo descrito en los apartados anteriores, muestra un importante rezago en la ejecución presupuestaria y en la obtención de los productos esperados del proyecto. Esta situación en parte obedece a los tiempos que llevan los procesos técnicos y administrativos al interior de la DEMI, pero especialmente el tiempo que lleva dentro del PNUD la gestión de recursos y la aprobación para la contratación de servicios técnicos, entre otros procedimientos administrativos.
5 Conclusiones
Contexto de ejecución y horizonte del fortalecimiento institucional
Un criterio central para  estimar el desempeño del proyecto FIDMI II es considerar que el tiempo de ejecución real se redujo porque en la primera etapa el tiempo y esfuerzo se concentraron en la adaptación/superación de variables del contexto que obstaculizaron el desempeño del proyecto. A saber: i) la ausencia de un proceso de transición entre las autoridades de la DEMI y las directoras de proyecto, junto a los cambios el nuevo gobierno que crearon condiciones de partida diferentes a las previstas para la ejecución y la capitalización de los productos de la primera etapa; ii) falta de continuidad de la asistencia técnica del PNUD al equipo de dirección del proyecto lo cual, como ya se dijo, se asocia con la dinámica interna del PUND que en ese momento experimentaba sus propias transformaciones de enfoque, de procesos administrativos y de organización; iii) la concentración de las autoridades de la DEMI y la Directora del Proyecto en la revisión y conocimiento de la dinámica técnica y administrativa de la organización y ejecución del proyecto; y iv) la merma de la comunicación efectiva entre las instancias involucradas en el proyecto (ASDI – PNUD – FIDMI II) debido a desacuerdos sobre la continuidad del personal del proyecto, el enfoque y los productos del proceso de fortalecimiento institucional apoyado por los proyecto FIDMI, así como la presencia en la DEMI de una iniciativa de fortalecimiento institucional financiada por el BM que duplicaba contenidos del FIDMI II.
Consistente con el enfoque asumido en la evaluación, los resultados del FIDMI II en materia de fortalecimiento institucional requieren ponderarse considerando un horizonte de largo plazo. Esto es así porque la DEMI es una organización en la que coinciden tres factores que la perfilan de una manera particular. A saber: una organización de gobierno, una organización joven, una organización para atender el tema de derechos de mujeres indígenas. Es decir, una institución con el mandato de intervenir en una realidad compleja desde condiciones de desventaja porque la equidad de género y los derechos de las mujeres no han sido prioritarios en las políticas públicas y el sistema político del país; el tema étnico es un tema emergente en la agenda pública que necesita apoyo y el tema de los derechos humanos, no llega a ser prioridad política y aunque cuenta con institucionalidad y organizaciones del sector público su impacto en la realidad nacional sea escaso. Asimismo, la necesidad de hacer del fortalecimiento institucional un proceso participativo lo que normalmente deriva en mayor tiempo y esfuerzo dedicados a la consulta, el diálogo y la negociación entre involucrados.

Contribución de los proyectos FIDMI a la DEMI
Los proyectos FIDMI (en la primera y segunda etapa) se han ejecutado en un período de cinco años en dirección de los resultados esperados. Al momento de la evaluación los resultados del FIDMI II muestran una ejecución consistente con el mandato de fortalecimiento institucional de la DEMI en materia de consolidar aspectos técnicos, administrativos e institucionales y de fortalecer la comunicación interna y con audiencias primarias y población meta. Entre los cambios en la situación de la DEMI atribuibles al proyecto se identifican los siguientes:
· La dotación de personal y de recursos ha permitido a la DEMI iniciar y sostener el funcionamiento de cuatro oficinas regionales: Suchitepéquez, Petén, Quetzaltenango y Huehuetenango a las que se agregan dos oficinas que funcionan con recursos propios de la institución. Así mismo, completar el personal del nivel central; poner en marcha la Unidad de Estrategia e Incidencia y fortalecer la atención jurídica, social y psicológica a nivel institucional con la creación de las unidades respectivas.

· El funcionamiento de las oficinas regionales ha permitido acercar los servicios a las usuarias en seis departamentos del país y sus zonas de influencia.

· Se han desarrollado modelos que tienen un efecto positivo sobre la calidad de la atención y facilitan la atención sistemática en los ámbitos psicológico, social y jurídico; así como el registro de información sobre casos. De manera consistente con dichos modelos se ha priorizado la atención de mujeres indígenas modificando el patrón de población indígena/no indígena atendida por la institución.
· Se han consolidado niveles de confianza en la institución, en todas las oficinas regionales las usuarias expresan satisfacción por la calidad de los servicios y la solidaridad que representa el acompañamiento jurídico y psicológico brindado por la DEMI.
· Se ha mantenido una tendencia a incorporar el tema de incidencia política en la agenda y en las prácticas cotidianas de la DEMI lo que está permitiendo un tránsito desde la simple participación de las funcionarias de la institución en distintos espacios interinstitucionales, hacia la participación en espacios prioritarios para la defensa de los derechos de las mujeres indígenas, entre estos los espacios de participación al nivel local como los COMUDES
 y CODEDES.

· La DEMI ha mantenido una dinámica de integración en la institucionalidad de la defensa de los derechos de las mujeres.
· En el marco del acompañamiento técnico bajo la responsabilidad del PNUD la participación de funcionarias expertas en los temas de acceso a la justicia y equidad de género ha fortalecido la base conceptual del proyecto en dichos temas. Asimismo resultó efectivo el acompañamiento técnico durante la fase de negociación del proyecto y la revisión sustantiva del mismo.

Aprendizajes:

· Es necesario atender cuidadosamente en el diseño y la ejecución de iniciativas de fortalecimiento institucional de la DEMI el acompañamiento técnico que demanda la creación de condiciones para la puesta en marcha de dichas iniciativas.

· La falta de transición entre funcionarias de la DEMI y entre personal del proyecto dio lugar a la fractura de procesos, pérdida de información y desuso de productos alcanzados. Por ello, al cierre del FIDMI II será necesaria una transición planificada y cuidadosamente ejecutada.
· La demora en los procesos administrativos y financieros y en el apoyo técnico para la contratación de servicios, entre otros, tiene un impacto negativo y directo sobre el desempeño del proyecto, de allí la necesidad de asegurar la eficacia de la unidad ejecutora en el seguimiento de dichos procesos.

· La pérdida de comunicación efectiva entre los involucrados en la ejecución del proyecto: ASDI – PNUD – DEMI – Proyecto, tuvo un impacto negativo en la etapa inicial de ejecución, repercutiendo en el desempeño general del mismo.

· La demanda de servicios a la DEMI se ha incrementado al grado de superar las capacidades instaladas de las oficinas regionales y es previsible que la tendencia al incremento de la demanda se mantendrá, lo cuál es un desafío para las futuras decisiones de la DEMI respecto del énfasis de sus acciones como prestadora directa de servicios o como una entidad incidente sobre el Estado guatemalteco para que dichos servicios sean accesibles a las mujeres indígenas del país.
Resultados no alcanzados
· Los procesos técnicos, administrativos e institucionales que estaban orientados a la creación de la Unidad Estratégica y de Incidencia (Ley de Autonomía de la DEMI) y el fortalecimiento institucional y administrativo (Consejo Consultivo y Comisión de Apoyo Institucional), así como al fortalecimiento de la comunicación interna y externa del proyecto muestran menos desarrollo. La explicación de nivel de desarrollo obliga a explicitar que la ejecución del proyecto para fortalecer estos procesos empezó más tarde que el fortalecimiento de la prestación de servicios.

· Distintos procesos como el reglamento interno, los sistemas administrativos, el sistema de información y la  ruta de atención jurídica y social definidos como un producto de la primera fase del proyecto no fueron integrados al funcionamiento de la DEMI en la gestión de Defensora Juana Catinac y tampoco se consolidaron en la nueva etapa política de la Defensoría debido a que las nuevas autoridades no encontraron ningún documento al respecto.

· La gestión de la actual Defensora consideró que la formación de la Comisión de Apoyo Institucional de la DEMI no convenía a los intereses y visión de la DEMI, por lo que en acuerdo con la Junta Coordinadora se concluyó no trabajar en el funcionamiento de esta comisión.
· Algunos resultados del proyecto no alcanzarán el nivel de institucionalización debido a que dependen de la realización de consultorías que están en ejecución o licitación y el proyecto deberá cerrarse en el mes de octubre próximo. A saber: el sistema de planificación, monitoreo y evaluación; el sistema de registro y monitoreo de casos; el plan maestro de formación; y la estrategia de incidencia política.
· Luego del cierre de proyecto, la DEMI deberá sostener la dinámica de trabajo para alcanzar resultados en los aspectos siguientes:

i) Autonomía de la DEMI: el planteamiento de la propuesta de la Ley de autonomía no fue considerada una propuesta oportuna y viable para el momento político en que fue negociada. Derivado de ello se consideró conveniente transformar a la DEMI en una organización dentro del organismo ejecutivo pero independiente de COPREDEH. Esta iniciativa se gestionó, sin embargo en la última etapa de aprobación fue rechazada por el Presidente de la República. En este año (2006) la DEMI retomó el planteamiento de la autonomía y en la actualidad existe un diálogo al interior de la institución acerca del sentido y la especificidad de dicha autonomía.
ii) El posicionamiento político de la DEMI como referente en la defensa de los derechos de las mujeres indígenas.
Acciones desde la DEMI que han fortalecido el proyecto
· En un proceso de retroalimentación el proceso de ejecución permitió a la DEMI contribuir con el proceso de fortalecimiento institucional agregando valor en las dimensiones siguientes: i) La visión de la unidad estratégica hacia un proceso de incidencia en materia de los derechos de las mujeres indígenas, superando la perspectiva inicial de incidencia para la autonomía institucional; y ii) El fortalecimiento del papel de la junta coordinadora para la toma de decisiones.

Desafíos

· La DEMI mantiene una actuación que enfatiza la atención directa de casos sobre la incidencia política y no articula los resultados de la atención como insumo de la incidencia en temas relevantes; b) la actuación en materia de derechos de las mujeres indígenas se concentra en el acompañamiento de las usuarias para sus gestiones en procesos judiciales. No es evidente la atención a otros derechos como la salud, la educación, etc. Estos otros ámbitos no son percibidos por las usuarias ni por las organizaciones que se relacionan con la DEMI e incluso por las mismas funcionarias de la institución.

· La DEMI y sus iniciativas de fortalecimiento deberán implementar los modelos de atención en condiciones de diversidad étnica y social solo contemplados de manera tangente en el diseño de dichos modelos. Además, queda por establecer si la DEMI puede alcanzar coberturas acordes con la magnitud de la demanda de prestación de servicios relacionados con la atención de mujeres indígenas que sufren violaciones a sus derechos.

· En la dirección establecida por el mandato de la DEMI y con base en los actuales modelos de atención que enfatizan la prestación directa de servicios es previsible que  la capacidad de respuesta institucional será insuficiente. Esto plantea la necesidad de balancear la prestación de servicios con las acciones de incidencia y coordinación interinstitucional para movilizar las capacidades instaladas del Estado y la Sociedad civil para dicha atención.

· La tensión entre atención directa o incidencia política es un aspecto que debe resolver la DEMI de acuerdo a su visión y prioridades. Sin duda esto le permitiría orientar la toma de decisiones y la negociación con la cooperación. Asimismo le permitiría definir los procesos, organizaciones y actores nacionales e internacionales con los cuales debe establecer, comunicación, coordinaciones y/o alianzas para alcanzar sus objetivos; y aquellos procesos, actores y/o organizaciones que deben ser seguidos y vigilados para garantizar el cumplimiento de los derechos de las mujeres indígenas.
Recomendaciones y cierre del proyecto
En la etapa final del proyecto es recomendable lo siguiente:

· Reforzar el proceso de asistencia técnica del PNUD para responder a la expectativa del proyecto y la DEMI en materia de las funciones siguientes: administración eficiente de recursos; asistencia técnica continua; supervisión oportuna; y articulación con el donante.
· Favorecer la consolidación de los procesos técnico administrativos propios de la DEMI con independencia de los requerimientos específicos de los diferentes programas de cooperación que se ejecuten en la institución.
· Concentrar los esfuerzos de la ejecución en los procesos de diseño y puesta en marcha de la base de datos para el registro y monitoreo de casos; el sistema de planificación, monitoreo y evaluación; así como la etapa final de incorporación de los modelos de atención.

· Concentrar las actividades de incidencia en la definición de la agenda de largo plazo de la DEMI y el aprovechamiento de la cercanía del proceso electoral y el cambio del contexto político como oportunidad para la negociación de condiciones favorables a la DEMI con actores políticos clave involucrados en el proceso electoral (candidatos, diputados, secretarios de partidos, grupos de presión).

Cierre del proyecto

· El cierre del proyecto deberá realizarse atendiendo las prioridades señaladas en el apartado anterior y a través de un proceso ordenado de traslado a la DEMI o eventualmente a una nueva iniciativa de fortalecimiento institucional.
· Dado el escaso período de tiempo disponible para ejecutar el proyecto es recomendable enfocar el esfuerzo en incorporar los productos al funcionamiento de la institución para evitar que en el nuevo gobierno (2008) las autoridades tengan discrecionalidad para desestimar los avances en fortalecimiento institucional alcanzados en las dos etapas de FIDMI; asimismo es necesario definir los criterios para el seguimiento de los procesos pendientes de institucionalizar luego del cierre el proyecto.

Agenda de profundización entre: ASDI, PNUD, DEMI – FIDMI II

· Fortalecimiento del Consejo Consultivo
· Valor social de la DEMI

· Autonomía de la DEMI
· Alcance conceptual y operativo del ámbito: Derechos de las mujeres indígenas.
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